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VERSION T AQUIGRAFICA. 

1. ASISTENCIA. 

Asistieron los señores: 

-Aguirre Doolan, Humberto; 

-Altamirano Orrego, Carlos; 

-Aylwin Azócar, Patricio; 

-Baltra Cortés, Alberto; 

-Carmona Peralta, Juan de Dios; 

-Carrera VilIavicencio, María Elena; 

-Contrcras Tapia, Víctor; 

-Durán Neumann, Julio; 

-Fuente alba l\'Ioena, Renán; 

-García Garzena, Víctor; 

-Gumucio Vives, Rafael Agustín; 

-Hamilton Depassier, Juan; 

-Juliet Gómez, Raúl; 

-Luengo Egcalona, Luis Fernando; 

-Miranda Ramírez, 'Hugo; 

-Montes Moraga, Jorge; 

-Noemi Huerta, Alejandro; 

-Tarud Siwady, Rafael; 

-Valenzuela Sáez, Ricardo. 

Actuó de Secretario el señor Pclag'io Figueroa 

Toro. 

n. APERTURA DE LA SESION 

-Se abrió la sesión a las 10.41, en pre­
sencia de 12 sei'íores Senado1'es. 

El señor AYLWIN (Presidente).- En 
el nombre de Dios, se abre la sesión. 

III. TRAMITACION DE ACTAS. 

El señor AYLWIN (Presidente).- Se 
dan por aprobadas las actas de las sesiones 
31 lit, 32 lit, 33 lit Y 34lit, que no han sido obser­
vadas. 

El acta de la sesión 35lit , queda en Secre­
taría a disposición de los señores Senadores 
hasta la sesión próxima, para su aproba­
ción. 

(Véanse en el Boletín las actas apro­
badas) . 

IV. LECTURA DE LA CUENTA 

El señor A YLWIN (Presidente).- Se 
va a dar cuenta de los asuntos que han 
llegado a Secretaría. 

El señor PROSECRETARIO.- Las si­
guientes son las comunicaciones reci.bidas: 

lVIensaj es. 

Tres de Su Excelencia el Pl'8sidente de 
la Hepública. 

COl1 los dos primeros incluye, entre las 
mah3rias de que puede ocuparse el Con­
greso Nacional durante la actual legisla­
tura extraordinaria, los siguientes proyec­
tos de ley: 

1) El que modifica la ley sobre cuentas 
corrientes bancarias y cheques (Cámara 
de Diputados, primer trámite). 

2) El que declara la muerte presunta de 
don José del Carmen Barrientos (Cámara 
da Diputados, segundo trámite). 

3) El que autoriza al Presidente de la 
Repú~lica pa~'a transferir gratuitamente 
a !a Municipalidad de San Antonio los 
inmuebles fiscales que indica (Cámara de 
Diputados, tercer trámite). 

-Se manda, archivarlos. 
Con el último solicita el acuerdo cons­

titucional necesario para conferir el grado 
de Capitán de Navío al Capitán de Fra­
gata señor Homero Salinas Núñez. 

-Pasa a la Comisión de Defensa Na­
cional. 

Oficios. 

Tres de la Honorable Cámara de Dipu­
tados, con los que comunica que ha tenido 
a bien prestar su aprobación a los si­
guientes proyectos de ley: 
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1) El que modifica la ley N9 17.407, so­
bre anticipo de reajustes (véase, en los 
Anexos, documento 1). 

El señor AYLWIN (Presidente).­
Solicito el asentimiento de la Sala para 
eximir este proyecto del trámite de Co­
misión. 

Acordado. 
El señor PROSECRETARIO.- 2) El 

que declara que la bonificación establecida 
en el artículo 19 de la ley N9 17.378, que 
benefició al personal de las instituciones 
semifiscales, es y ha debido ser conside­
rada para calcular la bonificación otorga­
da por el artículo 19 de la ley N9 17.015 
(véase en los Anexos, documento 2). 

-Pasa a La Comisión de Gobierno. 
3) El que beneficia, por gracia, a doña 

Mercedes y a doña Julia Pineda Ríos. 
-Pasa a la Comisión de Asuntos de 

Gracia. 

Informe. 

N uevo Informe de la Comisión de Cons­
titución, Legislación, Justicia y Regla­
mento, recaído en el proyecto de reforma 
constitucional que modifica el artículo 10 
N9 10 de la Constitución Política del Es­
tado (véase en los Anexos, documento 3). 

-Queda para tabla. 

V. ORDEN DEL DIA. 

MODIFICACION DE LEY SOBRE ANTICIPO DE 

PAGO DE REAJUSTES PARA 1971 A SECTORES 

PUBLICO Y PRIVADO. 

El señor FIGUEROA (Secretario).­
Proyecto de la Cámara de Diputados, exi­
mido del trámite de Comisión, que autori­
za el pago de un anticipo del reajuste de 
remuneraciones correspondiente al mes de 
febrero. 

Esta iniciativa consta de un solo ar­
tículo. 

-Los antecedentes sobre el proyecto 
figuran en los Diarios de Sesiones que se 
indican: 

Proyecto ele ley: 

En segundo trámite, sesión 37l¡t, en 10 
de febrero de 1971. 

El señor AYLWIN (Presidente).- En 
discusión general y particular el proyecto. 

Ofrezco la palabra. 
El señor GARCIA.- Desearía que al':' 

gún Senador nos diera alguna informa­
ción acerca de la iniciativa. Personalmen­
te, desconozco su alcance. En este momen­
to acabo de terminar la lectura de sus 
disposiciones. 

N o hay duda en cuanto a lo que se pre­
tende mediante los dos primeros artículos. 

El señor LUENGO.- El proyecto tiene 
un solo artículo, señor Senador. 

El señor GARCIA.- Se trata de pro­
rrogar hasta febrero la vigencia de la ley 
qüe despachamos hace un mes; en otras 
palabras, que se pague anticipadamente 'el 
reajuste. 

Sin embargo, no puedo determinar el 
alcance de los artículos nuevos que se 
introducen a la ley N9 17.407, porque en 
dIos se anticipa el reajuste de las asig­
naciones familiares, que no corresponden 
a las remuneraciones normales de los tra­
baj adores, que no se determinan de acuer­
do con el D.F.L. N9 245, de 1953. 

lVle siento incapaz de intervenir. 
El señor LUENGO.- Entiendo que el 

señor Senador solicita información espe­
cialmente respecto del artículo 79, nuevo. 

El señor GARCIA.- Sobre los artícu­
los 69, 79 Y 89. 

El señor LUENGO.- Esas disposicio­
nes son muy claras. 

En vitud del artículo 69, nuevo, se 
autoriza al Presidente de la República 
para anticipar a los trabajadores, pensio­
nados y montepiados del sector público, 
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incluido el personal de las Fuerzas Ar­
madas, de Carabineros y de las municipa­
lidades, el reajuste de la asignación fa­
miliar que no se determina de acuerdo con 
el D.F.L. N9 245, de 1953, correspondien­
te a los meses de enero y febrero de 1971. 
y se indican las bases sobre las cuales se 
pagará ese anticipo. 

Esto se refiere a las asignaciones fami­
liares' del sector público, que, entiendo, 
no se incluyeron en la ley N9 17.407, pu­
blicada el 23 de enero de 1971, por esti­
marse que el proyecto de reajustes se des­
pacharía a fines de enero o en los pri­
meros días de febrero. 

Mediante el artículo 79, nuevo, se auto­
riza al Servicio de Seguro Social para 
pagar, como anticipo con cargo a sus fon­
dos, en carácter de asignación familiar, 
durante los meses de enero y febrero de 
1971, E9 3 por carga y día trabajado. Esto 
tampoco se consideró en el proyecto ante­
rior, por la misma razón señalada en el 
caso del artículo 69, nuevo. 

Puedo hacer presente que el Servicio 
de Seguro Social ya ordenó pagar las car­
gas familiares a razón de E9 90 menst'ta­
les, aun cuando lo que podría pagarse en 
este instante es menos. Pero el Consejo 
de ese organismo procedió así en la segu­
ridad de que el Congreso, 'respecto de las 
asignaciones, autorizará el pago de E9 90 
al mes por carga, y, además, porque la 
gente está exigiendo esa cancelación. In­
clusive, ese acuerdo se adoptó en conoci­
miento de que, con toda seguridad, la 
Superintendencia de Seguridad Social lo 
objetará, por ilegal. Sin embargo, cuan­
do se produzca el reparo, la ley respectiva 
ya estará publicada. Por lo tanto, lo obje­
ción desaparecerá. 

En suma, se trata de regularizar el pago 
de sueldos y salarios durante 1971, iñclu­
yendo las cargas familiares. 

El señor GARCIA.- Doy excusas a la 
Sala por estar trabajando tal como 10 
hacemos en las Comisionei'l. 

Entiendo que en febrero se descontarán 
las imposiciones previsionales de este mes 
y las correspondientes a enero que no se 
hubieran descontado, haciéndose los inte­
gros respectivos en las cajas de previsión. 

De acuerdo con la regla general, 108 

primeros aumentos deben ir a los institu­
tos previsionales. Entonces, en febrero 
tendrá que hacerse el integro correspon­
diente a enero. 

A mi juicio, ese es el alcance de la dis­
posición. 

Por lo tanto, para esos sectores no ha­
brá reajuste este mes, porque todo él co­
rresponde a las cajas de previsión. 

¿ Es cierto o no que, de acuerdo con la 
norma general, las primeras diferencias 
deben integrarse en los organismos pre­
visionales? 

El señor LUENGO.- Sí, señor Sena­
dor. 

El señor GARCIA.- Entonces, por úl­
timo, el aumento tendrá ese destino. 

El señor L UENGO.- Pero no olvide, 
Honorable colega, que el proyecto de re­
ajustes despachado ayer establece que la 
primera diferencia se pagará en diez cuo­
tas, y es muy posible que la primera se 
descuente en marzo. 

El señor GARCIA.- Pero si el descuen­
to se hace este mes, quedará pagado ya. 
Entonces las cajas de previsión deberían 
proceder a las devoluciones del caso. 

En consecuencia, en febrero no habrá 
aumento, como se pretende. 

El señor NOEMI.- Se descuentan los 
décimos correspondientes a enero y fe­
brero. 

El señor GARCIA.- El descuento debe 
ser completo, señor Senador. 

Si Sus Señorías lo desean, aprobaremos 
el precepto en la inteligencia de que el 
descuento se hará tal como 10 establece 
el proyecto de reajustes y no en otra for­
ma. 

El señor SILVA ULLOA.- A mi jui-
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cio, no es necesario interpretar el precep­
to, sino analizarlo en su real alcance. 

El proyecto faculta al Ejecutivo ex­
clusivamente para anticipar el pago de 
reajustes. Por lo tanto, no existe un au­
mento de remuneraciones que se concrete 
definitivamente para el servidor público. 
Tan sólo se trata de que el reajuste de 
febrero se pague, deducidas las imposi­
ciones, para no dejar endeudado al fun­
cionario y permitirle entrar por esta vía 
transitoria al régimen normal de remu­
neraciones. 

No podría producirse lo que señala el 
Honorable señor García, porque no se tra­
ta de un aumento definitivo, sino ele un 
anticipo de reaj uste, y en tales condicio­
nes no procede la disposición que obliga 
a descontar la prim3ra diferencia para 
integrarla a las cajas previsionales cuan­
do corresponda; en todo caso, los impo­
nentes de la Caja de Empleados Particu­
lares no cotizarán esa primera diferencia. 

El señor CONTRERAS.- Señor Presi­
dente, considero que debemos aprobar el 
proyecto que despachó la Cámara, prime­
ro, por tratarse de un anticipo, y segundo, 
porque todas sus disposiciones se contie­
nen en la iniciativa de ley de reajustes, 
aprobada en la sesión de ayer. 

No creo que esto pueda ser motivo de 
gran debate, porque no existe contradíc­
cióñ entre las normas de un proyecto y 
las del otro. 

El señor AGUIRRE DOOLAN".- Con­
cuerdo con el Honorable señor Contre­
ras en que esta iniciativa es una especie 

-
de ratificación del proyecto de ley de re­
ajustes. 

La Cámara ya la aprobó. Nosotros la 
eximimos del trámite de Comisión. Por 
lo tanto, solicito votarla de inmediato. 

El señor AYLWI~ (Presidente).­
Permítanme, señores Senadores, decir sólo 
dos cosas. 

Existe urgencia en despachar el pro­
yecto en debate porque, generalmente, los 
sueldos de la Administración Pública se 
pngan alrededor del día 15 de cada mes. 
Si no lo d8spachamos hoy, deberán ela­
boral'se planillas suplementarias ° de al­
gnna otra índole para pagar las remune­
raciones de los empleados de ese sector en 
el CErw de este mes. 

Lll seguida, respecto del último artículo, 
me parece evidente que se refiere a las 
imposiciones mensuales; es decir, a las 
i~,lrOsicione2 sobre el reajuste, pero no a 
12. primera diferencia, que es una imposi­
ci(;l1 extracrdinaria, que se pagará cuando 
SE. promulgue la ley de reaj listes, confor­
L'e a las normas que ella establezca. 

Ofrezco la palabra. 
Ofrezco la palabra. 
Cerrado el debate. 
Si le parece a la Sala, se aprobará en 

general y en particular el proyecto. 
Acordado. 
Se levanta la sesión. 
-Se levantó a las 10.53. 

Dr. Raúl Valenzuela Carda, 
J efe de la Redacción. 
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ANEXOS; 

DOCUMENTOS: 

1 

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CAMARA DE 

DIPUTADOS QUE MOIJIFICALA LEY N" 17-407, SOBRE 

ANTICIPO DE REAJUSTES. 

Santiago, 9 de febrero de 1971. 

2165 

Con motivo del Mensaje que tengo a honra pasar a manos de Vues­
tra Excelencia, la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su apro­
bación al siguiente 

Proyecto de ley: 

"Al'tículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 
N9 17.407, de 23 de enero de 1971: 

A) En el N9 11 del artículo 19, reemplazar el mes de "febrero" por 
"marzo". 

B) En el artículo 29, reemplazar la frase "en el mes de enero" por 
"en los meses de enero y febrero". 

C) En el artículo 59, reemplazar la frase "en el mes de enero" por 
"en los meses: de enero y febrero". 

D) Agréganse los siguientes artículos nuevos, con los números 69, 
79 y 89 : 

"ATtículo 69-AutorÍzase, al Presidente de la República, para anti­
cipar a los trabajadores, pensionados y montepiados del sector público, 
incluido el personal de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de las Mu­
nicipalidades, el reajuste de la asignación familiar que no se determina 
de acuerdo con el D.F.L. N9 2,15, de 1953, correspondiente a los meses 
de enero y febrero de 1971, sobre las siguientes bases: 

a) El reaj uste será de 100 % del alza del Índice de precios al consu­
midor experimentado durante 1970; 

b) En todo caso, el personal referido deberá quedar con un mínimo 
total de E9 102.- Por carga, incluidas la asignación familiar base y la 
bonificación complementaria de EQ 20.- establecida en la Ley NQ 
17.272, y 

c) Los anticipos se descontarán del reajuste que se conceda en la 
ley de reajustes de 1971." 

"Ar-tículo 79-Autorízase, asimismo, al Servicio de Seguro Social, 
para pagar, como anticipo con cargo a sus fondos, como asignación fa­
miliar durante los mes~s de enero y febrero de 1971, E9 3.- por carga 
y día trabajado. Las cantidades que pague deberán ser descontadas de 
las asignaciones familiares que en definitiva correspondan según las nor­
mas que fije la ley de reajustes de 1971." 
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"Artículo 89-Del anticipo del mes de febrero de los sectores público 
y privado, deberán descontarse las imposiciones previsionales respectivas 
y las correspondientes al del mes de enero que no se hubieren descontado 

e integrarse a las Cajas de Previsión pertinentes.".". 

Dios guarde a Vuestra Excelencia. 
(Fdo.): Jorge Ibái'íez Vergam.- Jorge Lea-Pla?.:a Sáen.?:. 

2 

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CAMARA DE 

DIPUTADOS, QUE DECLARA QUE LA BONIFICACION 

ESTABLECIlJA EN EL ARTICULO 1" DE LA LEY N' 

17.378, QUE BENEFICIO AL PERSONAL DE LAS INSTI­

TUCIONES SE.'J!IIFISCALES ES Y HA DEBIDO SER CON­

SIDERADA PARA CALCULAR LA_ BONIFICACION 

OTORGADA POR EL ARTICULO 19 DE LA_ LEY 

N" 17.015. 

Santiago, 9 de febrero de 1971. 
Con motivo del Mensaje, informe y antecedentes que tengo a honra 

pasar a manos de Vuestra Excelencia, la Cámara de Diputados ha tenido 
a bien prestar su aprobación al siguiente 

Proyecto de ley: 

"Artículo 19-Declárase que la bonificación establecida en el artícu­
lo 19 de la ley N9 17.378 es y ha debido ser considerada para calcular la 
bonificación otorgada por el artículo 19 de la ley N9 17.015. 

Artículo 29-Condónanse las cantidades que deberían descontarse de 
las remuneraciones de los personales de las instituciones a que se refiere 
el artículo 19 de la ley N9 17.378, con motivo de los días no trabajados 
entre el 17 de julio y el 6 de agosto de 1970. Los descuentos que pudieren 
haberse efectuado a este personal conforme a dicha ley, serán devueltos 
a los funcionarios afectados. 

Artículo 39-Agrégase en el inciso primero del artículo 59 de la ley 
N9 17.015, suprimiendo el punto final (.), lo siguiente: "y los Fiscales 
no podrán percibir una renta inferior a la de dichos Jefes disminuida en 
un 10%.".". 

Dios guarde a Vuestra Excelencia. 
(Fdo.): Jorge Ibáñez Vergar~a.-Jorge Lea-Plaza Sáenz. 
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3 

NUEVO INFOR1J;IE DE LA COMISION DE CONSTITU­

CION, LEGISLACION, JUSTICIA y RE'GLAMENTO, RE­

CAIDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITU­

CIONAL, INICIADO EN MENSAJE DEL EJECUTIVO. 

QUE MODIINCA EL N' 10 DEL ARTICULO 10 DE LA. 

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO. 

Honorable Senado: 

2167 

Por acuerdo especial de los Comités Parlamentarios de la Corpora­
ción, tenemos el honor de informaros nuevamente la letra c) del artículo 
19 y la disposición decimoséptima transitoria, contenida en el artículo 29, 

del proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mensaje del Ejecu­
tivo, por el que se modifica el N9 10 del artículo 10 de la Constitución 
Política del Estado, 'relativo al derecho de propiedad, y se nacionaliza la 
Gran Minería del Cobre. 

En conformidad a dicho acuerdo de Comités, el estudio de la Comi­
sión se circunscribió a esas dos disposiciones del proyecto que tratan, res­
pectivamente, de la nacionalización de la Gran Minería en general y de 
la nacionalización de la Gran Minería del Cobre en particular, tomando 
como base de referencia las proposiciones de nuestro segundo informe 
reglamentario (boletín N9 24.48G) Y las observaciones formuladas en la 
Sala a su respecto. 

Para cumplir nuestro cometido, celebramos dos prolongadas sesiones 
los días jueves y viernes, 4 y 5 de febrero en curso, a las que concurrie­
ron, además de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores 
señores Fuentealba (Presidente), Bulnes (Ibáñez), Carmona, Luengo y 

Miranda, los Honorables Senadores señores Altamirano, señora Campu­
sano, Durán, Ferrando, Noemi, Pablo, Reyes, Silva Ulloa y Valenzuela. 

También asistieron, el Ministro de Minería; don Orlando Cantuarias; 
el Subsecretario General de Gobierno, don Sergio Insunza; el Vicepresi­
dente de la Corporación del Cobre, don Max N olfi, y el profesor de Dere­
cho de Minería, don Armando Uribe Arce. 

En el documento "G" anexo a nuestro primer informe, páginas 427 
a 434, os proporcionamos antecedentes financieros relacionados con: a) 
las inversiones de las compañías (cuadros números 1 y 2) ; b) las amor­
tizaciones: efectuadas por las empresas (cuadro número 3), y c) su pa­
si vo exigible (cuadro número 4). 

Dichos antecedentes incluyen una breve relación del mecanismo pro­
puesto por el Gobierno para determinar el valor de la indemnización e in­
formaciones sobre lo adeudado por las empresas tanto en el país como 
en el exterior. 

En esta oportunidad, y atendiendo a lo solicitado por la Sala, os 
acompañamos en el Acta a que luego nos referiremos, otra serie de ante­
cedentes relacionados con: 1) Pasivo de las empresas y su composición; 
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2) Situación de los créditos otorgados por la venta del 51 <]'0 de las accio­
nes de las empresas que fueron chilenizadas; 3) Valor de libro de las 
compañías; 4) Utilidades excesivas y su determinación; 5) Situación del 
personal, y 6) Costos de producción. 

Tales: informaciones fueron dadas en sesión secreta de la Comisión, 
a solucitud del propio Gobierno, en atención a que la mayoría de los datos 
que allí se proporcionaron tienen carácter reservado. Por lo tanto, dichos 
antecedentes no aparecen en el documento mismo de este informe sino en 
el Acta que se adjunta, la cual contiene la versión de lo tratado en las 
partes secretas de las sesiones celebradas. 

LETRA C) ARTICULO 19. 

Normas sobre nacionalización de la Gran Miner'ía en general. 

La disposición aprobada en nuestro segundo informe establece lo si­
guiente: 

"Cuando se trate de nacionalización de lo que la ley califique como 
Gran Minería, la nacionalización podrá referirse tanto a las empresas 
mismas como a todo o parte de los bienes que constituyan su activo. Po­
drán comprenderse en la nacionalización los terrenos superficiales, edifi­
cios, construcciones, plantas, instalaciones, maquinarias, equipos, medios 
de transporte, incluyendo ferrocarriles particulares, herramientas, útiles 
y bienes muebles, servidumbres activas, bienes y derechos de cualquier 
clase, aún inmateriales, como patentes y propiedad industrial, directa­
mente destinados a la normal explotación de dichas empresas. El monto 
de la indemnización podrá determinarse sobre la base del costo original 
de dichos bienes, deducidas las arnortizaciones depl'2ciacion8s, castigos y 

desvalorización por obsolencia. También podrán deducirse del monto de 
la indemnización las rentabilidades excesivas que hubieren obtenido las 
empresas nacionalizadas. La indemnización será pagada en dinero, a me­
nos que el afectado acepte otra forma de pago, y en un plazo no SUl)erior 
a treinta años:, todo ello en la forma y condiciones que la ley determine. 
El servicio de esta deuda s~ hará en cuotas anuales o semestrales, iguales 
y sucesivas. El Estado tomará posesión material de los bienes inmediata-. 
mente después que entre en vigencia la nacionalización. Los afectados no 
podrán hacer valer en contra del Estado otro derecho que el cobro de la 
indemnización regulada en la forma antes indicada. Los socios o miem­
bros de la empresa nacionalizada tampoco podrán invocar en la liquida­
ción de sus relaciones jurídicas y económicas otros derechos que los que 
correspondan a su parte o cuota en dicha indemnización. Los terceros, 
en cuanto atañe al Estado, sólo podrán hacer valer sus derechos sobre el 
monto de la indemnización.". 

El Honorable Senador señor Fuentealba señala que en la Sala se hi­
cieron a esta disposición, entre otras, las siguientes observaciones: 
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l.-Se estimó que debía sustituirse el encabezamiento de la disposi­
ción por otro que estableciera lo siguiente: "Cuando se trate de naciona­
lización de las empresas mineras que la ley califique como Gran Mine-
ría ... "; 

2.-Se observó igualmente que la enumeración que contiene la segun­
da oración de este inciso es innecesaria, ya qu~ al nacionalizars3 las em­
presas y todo o parte de sus bienes, quedan natu,ralmente comprendidas 
en este concepto aquellos que las normas se encarga expn~samcnte de enu­
merar; 

3.-También se objetó el uso de la palabra "obsolescencia" en el texto 
constitucional por cuanto se hataría de un vocablo no aceptado por la 
Real Academia de la Lengua, situación que quedó aclarada conveniente­
mente al comprobarse que efectivamente el Diccionario define el término 
cuestionado; 

4.-8e insinuó la necesidad de suprimir la oración que dice: "El ser­
vicio de esta deuda se hará en cuotas anuales o semestrales, iguales y su­
cesivas.", ya que sería incorporal' al texto constitucional una norma rígi­
da que, aún cuando se la estimara inconveniente en un momento dado, 
obligaría al legisladOl' a respetarla no pudiendo adoptar un sistema de 
servicio diferente; 

5.-Asimismo se objetó la penúltima oración, que dispone que los 
socios o miembros de la empresa nacionalizada no podrán invocar en la 
liquidación de sus relaciones jUl'írlicas y económicas otros derechos que 
los que le correspandan a su parte o. cuota en la indemnización, y 

6.-Finalmcnte, la última frase que dice "Los terceros, en cuanto. 
atañe al Estado, sólo podrán hacer valer sus derechos solwe el monto de la 
indemnización" fue considerada inconveniente porque se estimó que po­
dría, incluso, afectar los derechos de los trabajadores. 

El Honorable Senador señor Bulnes recuerda, también, haber hecho. 
presente en la Sala que la frase que dice rebción con la toma de posesión 
de los bienes nacionalizados por parte del Estado, debería ser redactada 
en términos facultativos y no imperativos como lo. propuso la Comisión 
en su segundo informe. 

En atención a que son varios los aspectos observados en la Sala, vues­
tra Comisión acordó analizar y votar el precepto en detalle al tenor de los 
siguientes puntos: 

a) Ambito de la naáonalización. Bienes que puede comp'i"ender; 
b) Determinación del nwnto de la indemnización. Deducciones; 
c) Forma y plazo de pago de la indemnización; 
d) Tonta de posesión ZJor el Estado de los bienes nacionalizados, y 
e) Derechos frente al Estado de los afectados ZJor la nacionalización, 

de los S'ocios de las empresas nacionalizadas y de los terce'i"Os. 

A) Ambito de la nacionalización.-Bienes que puede comprende?'. 

Ei Vicepresidente de la Corporación del Cobre, señor N oHf, expresa 
que de las observaciones que se hicieron a la disposición apro.bada pür 
la Comisión en su segundo informe, y que acaba de recordar el Honora­
ble Senador señür Fuentealba. la más importante, a su juicio, es aquella 
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que se refiere a su encabezamiento, porque determina los bienes suscep­
bIes de ser nacionalizados. Reitera que el propósito del Gobierno es nacio­
nalizar no sólo empresas sino que, fundamentalmente, lo que se pretende 
es nacionalizar determinados bienes útiles para desarrollar la explotación 
de diversas actividades. 

. Por esta razón, agrega, si se incorpora a la nacionalización el con­
cepto de empresa, como parece ser el ánimo de la Comisión, la enumera­
ción de los bienes susceptibles de ser nacionalizados que hace la segunda 
oración de la letra c) sería innecesaria, por cuanto ellos están compren­
didos en el activo de las empresas. Al nacionalizarse la empresa, prosigue 
el señor Nolff, el Estado se hace cargo de su activo y pasivo. 

Señala que, al discutirse en la Comisión esta disposición general so­
bre nacionalización de la Gran Minería, se adoptó un criterio optativo en 
el sentido de que podrían nacionalizarse tanto las empresas como, tam­
bién, determinados bienes de las mismas. Considera el señor Vicepresi. 
dente de la Corpóración del Cobre muy importante mantener la autoriza­
ción para nacionalizar determinados bienes, por lo que estima que la in­
corporación del término "empresas mineras" en el encabezamiento de la 
disposición en análisis significaría limitar la facultad de nacionalización, 
lo que le parece altamente inconveniente. Insiste que, en determinados 
casos, pudiera ser necesario nacionalizar bienes determinados, sin hacer­
se cargo el Estado del activo ni del pasivo de la empresa, por lo que es 
partidario de mantener la redacción del precepto en la forma que lo des­
pachó la Comisión en su segundo informe. 

El Honorable Senador señor Bulnes manifiesta que la norma, tal cual 
está concebida, es sumamente amplia porque, además de los bienes, permite 
nacionalizar la empresa, esto es, su activo y pasivo. Su Señoría considGra 
aceptable que el Estado pueda nacionalizar el activo y pasivo de una em­
presa, porque, de contrario, se estimaría una burla para sus acreedores 
que el Estado se apodere de. los bienes sin hacerse cargo de las deudas. 
Estima injusto el señor Senador que se expropien los bienes de la empre­
sa privada y se deje a los acreedores d8 ella sin la posibilidad de hacer 
efectivos sus créditos en otros rubros que no sea la indemnización, por­
que pueden existir acreedores ajenos a la actividad misma de la empre­
sa, económicamente débiles, qU0 en estas condiciones se verían posterga­
dos en el pago oportuno de sus créditos. Por eso, lo equitativo, a su jui­
cio, debe ser la nacionalización de la empresa, con sus derechos y obli­
gaciones. 

Por otra parte, Su Señoría considera que el concepto de nacionali­
zación, aún no definido convenientemente 'como institución jurídica, ,es­
tá ligado a la idea de la expropiación de la empresa misma. A su juicio, 
nacionalizar significa hacer pasar al Estado toda una actividad y no sólo 
determinados bienes. En cuanto a la frase inicial de la disposición que se 
ha objetado, el Honorable Senador señor Bulnes la estima mal redactada, 
porque puede dar lugar a la interpretación de que basta que una ley califi­
que a determinada empresa como de Gran Minería, aunque en el hecho no 
10 sea, para que se aplIquen sus normas. En este sentido, podrían cali-
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ficarse como de Gran Minería empresas que, en realidad, no sean mi­
neras. 

A su juicio, la norma debería disponer que "cuando se trata de na­
cionalización de empresas mineras que la ley califique como de Gran Mi­
nería, ella podrá referirse tanto a las empresas mismas, a una cuota de 
las acciones o derechos en ellas, o al todo o parte de los bienes que' cons­
tituyan su activo ... ". Hace presente el señor Senador la necesidad de 
incorporar el concepto de nacionalización de una cuota de las acciones o 
derechos en la empresa, porque puede suceder, tal como acontece en la 
Gran Minería del Cobre, que el Estado tenga ya una parte de las acio­
nes en su patrimonio. En este caso, no se nacionalizaría la empresa mis­
ma sino que las acciones o derechos que los otros socios, diferentes del 
.Estado, posean en la empresa. 

Estima el señor Senador que la indicación de los Senadores demo­
cratacristianos, en lo que se refiere a la nacionalización de la Gran Mi­
nería del Cobre, propicia la expropiación de las acciones que no perte­
nezcan al Estado. Pero, a su juicio, el rubro acciones no está comprendi­
do en la disposición en debate, ya que no puede considerarse incluido en 
el concepto "empresas" ni en el "todo o parte de los bienes que constitu­
yan su activo". 

Propone, en consecuencia, incorporar esta idea a la disposición en 
debate. 

El Honorable Senador señor Carmona señala que, a su juicio, la frase 
inicial de la disposición, tal cual está redactada, al disponer que "cuando se 
trate de nacionalización de lo que la ley califique como de Gran Minería", 
podría interpretarse como que permitiría al legislador calificar cualquie­
ra actividad, sea o no minera, como de Gran Minería. Bastaría, en con­
secuencia, agrega, que la ley califique a una actividad determinada como 
de Gran Minería, para que se le apliquen las normas de esta disposición, 

El texto en debate, continúa el señor Senador, hace referencia a una 
posible nacionalización de empresas o de bienes, siendo que, a su juicio, la 
nacionalización está circunscrita a una actividad determinada. Por ejem­
plo, cuando se nacionalizan los bancos particulares, el acto de nacionali­
zación comprende la actividad bancaria privada, sin que se considere a 
determinadas empresas bancarias. 

Estima el señor Senador que, al disponer la ley que quedarán com­
prendidos, en el acto de nacionalización, el todo o parte de los bienes que 
constituyen el activo de una empresa, sería innecesaria la enumeración 
que, por vía ejemplar y en forma facultativa, hace la segunda oración. 
de la disposición en estudio, ya que esa individualización estaría invo­
lucrada en el concepto genérico de bienes que utiliza el precepto, 

El Honorable Senador señor Bulnes expresa que el Honorable Senador 
señor Luengo sostuvo en la Sala de la Corporación que la enumeración que 
contiene la segunda oración del precepto en debate debe referirse no a los 
bienes de la empresa nacionalizada sino a los de terceros. Por lo tanto, cree 
Su Señoría que en este aspecto existe un problema de fondo que necesita un 
pronunciamiento por parte de la Comisión en el sentido de que, si al na-
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cionalizarse la Gran Minería, se comprenderán aquellos bienes que ten­
gan relación con ella. 

El señor Senador señala que si la Comisión no acoge la idea del Ho­
norable Senador señor Luengo, la enumeración de bienes que hace el inciso 
en debate estaría absolutamente demás. 

El Honorable Senador señor Carmona manifiesta que las expresiones 
"directamente destinados a la normal explotación de dichas empresas", que 
utiliza el precepto a continuación de la enumeración de los bienes que 
podrían quedar comprendidos en la nacionalización, permiten sostener 
que los bienes que se individualizan, además de aquellos que constituyen 
el acto de las empresas nacionalizadas, abarcarían los de terceros. Es 
posible, agrega, que terceros ajenós a la empresa sean propietarios de 
bienes que directamente se utilicen para la normal explotación de la mis­
ma y, por lo tanto, conviene dilucidar, previamente, si a esos bienes de 
terceros se les aplicarán las normas en debate, o si ellos, cuando se na­
cionalicen, quedarán sujetos a las disposiciones generales sobre expropia­
ción que contempla el N9 19 del artículo 10 de la Carta Fundamental. 

Estima Su Señoría: que es necesario incorporar a la norma en dis­
cusión el concepto de "actividad" además del de "empresa" de la Gran 
Minería, como, asimismo, la idea de que puede nacionalizarse el todo o 
parte de las acciones o de los bienes· que constituyan el activo de las em­
presas. 

El Honorable Senador señor Miranda se refiere, en primer término, a 
ciertas expresiones vertidas por algunos señores Senadores en la Sala, que, 
en foma despectiva, calificaron el trabajo de la Comisión al emitir su 
segundo informe reglamentario en este proyecto de reforma constitucio­
nal. Solicita Su Señoría que conste su protesta por los excesos de lengua­
je de ciertos sectores para calificar una labor que no ha sido suficiente­
mente valorada, más aún considerando que las críticas recayeron prin­
cipalmente en la disposición decimoséptima transitoria, que no ha sido 
considerada aún por el Senado en la discusión particular de este pro­
yecto. 

En cuanto a la norma en debate, estima Su Señoría que la redacción 
propuesta en el segundo informe, al disponer que "Cuando se trate de 
nacionalización de lo que la ley califique como de Gran Minería, la na­
cionalización podrá referirse ... ", puede dar origen a una interpretación 
abusiva, en orden a ampliar el campo de aplicación de la disposición a 
actividades que ni siquiera son de la minería. Advierte que éste no fue 
el propósito de la Comisión, por lo que está dispuesto a mejorair la re­
dacción del precepto. 

Propone, en consecuencia, se diga lo siguiente: "Cuando se trate de 
nacionalización de empresas mineras que la ley califique como de Gran 
Minería, la nacionalización podrá referirse a ellas mismas, como al todo 
o parte de los bienes que constituyan su activo o al todo o parte de sus 
derechos o acciones.". 

En seguida, el Honorable Senador señor Miranda señala que, en cuan­
to a los bienes que pueda comprender la nacionalización, Su Señoría no 
participa de la opinión del Honorable Senador señor Bulnes en el sentido, 
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de que la nacionalización debe incluir necesariamente todos los bienes de la 
empresa que constituyen su activo y todas las obligaciones del pasivo. Sos­
tiene el señor Senador que el Estado debe distinguir, al proceder al acto de 
nacionalización, entre aquellos bienes que le son útiles y aquellos que no 
desea utilizar por estimarlos innecesarios. En este caso, el Estado no 
hace otra cosa, a su juicio, que aplicar un derecho que le asiste en res­
guardo de los intereses generales de la Nación. En consecuencia, el Es­
tado tiene indudablemente la facultad de nacionalizar sólo aquellos bie­
nes que le sirven para el desarrollo de la actividad que desea emprender. 
Concuerda el Honorable Senador señor Miranda en que la nacionalización 
debe referirse a una actividad determinada, sin que esto signifique que, 
obligatoriamente, deban incluirse en ella todos los bienes que constitu­
yan dicha actividad. 

Con respecto a la especificación de los bienes que podrán nacionali­
zarse, Su Señoría estima innecesaria la enumeración que hace la dispo­
sición, más aún si se considera que se trata de una norma constitucional. 
Sin embargo, cree importante introducir en ella la posibilidad de nacio­
nalizar no sólo bienes materiales, sino también las servidumbres activas 
y otros bienes y derechos, aun inmateriales, como las patentes y marcas 
comerciales que constituyen la propiedad industrial, directamente des­
tinados a la normal explotación de dichas empresas. 

El señor N olff expresa su deseo de puntualizar que ia nacionaliza­
ción no solamente puede comprender empresas determinadas sino que 
también es posible extenderla a actividades, como se ha insinuado en el 
curso del debate. También es conveniente, agrega, establecer en el texto 
constitucional, tal como lo hacía presente el Honorable Senador señor Bul­
nes, la posibilidad de que la nacionalización pueda comprender el todo o 
pal'te de las acciones de la empresa objeto del acto de nacionalización. 

Finalmente, estima conveniente el señor Vicepresidente de la Cor­
poración del Cobre recoger las observaciones del Honorable Senador señor 
Miranda en el sentido de incorporar otros aspectos en la norma en debate, 
como, por ejemplo, la posibilidad de que la nacionalización comprenda 
también las patentes, los derechos de propiedad industrial, las servidum­
bres activas y, en general, todas aquellas actividades que sean inheren­
tes a la normal explotación de las empresas. 

El Honorable Senador señor Fuentealba expresa que la disposición que 
se apruebe por la Comisión no debiera referirse a bienes particulares sino 
como consecuencia de haberse establecido, muy clara y determinadamen­
te, que la nacionalización de la Gran Minería debe decir relación con las 
actividades propias de ese campo. Usar exclusivamente los términos "em­
presa" o "sociedad", le parece un tanto restringido, ya que excluiría la 
posibilidad de una futura nacionalización de actividades de la Gran Mi­
nería realizadas por un particular. Considera Su Señoría que existe con­
senso de que, al establecerse la posibilidad de que el Estado nacionalice 
las riquezas de la Gran Minería, dicha nacionalización puede referirse 
tanto a las actividades desarrolladas por personas naturales como ju­
rídicas. 
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Por esta razón, insiste en que la norma se aclararía al redactarse el 
encabezamiento del inciso diciendo que "Cuando se trate de nacionaliza­
ción de actividades, de empresas o de sociedades mineras que la ley cali­
fique como de Gran Minería ... ", porque en esa fórmula quedaría com­
prendida tanto las personas naturales como jurídicas y se procedería en 
consonancia con el conceptu. de nacionalización, que es de universalidad. 

Agrega el Honorable Senador señor F'uentealba que comparte la ~in­
terpretación del Honora.ble Senador señor Luengo respecto a la segunda 
oración de la disposición. En efecto, dice, la primera parte del inciso 
está referida a la nacionalización de las actividades mineras que desarro­
llan las personas naturales o jurídicas y a los bienes de que sean dueñas. 
En cambio, la segunda oración se refiere a los bienes o actividades que 
son de terceros vinculados a la explotación minera. Le parece al señor 
Senador que esta diferencia puede quedar perfectamente clara, por lo cual 
propone la siguiente redacción: 

"Cuando se trate de nacionalización de actividades, empresas o so­
ciedades mineras que la ley califique como Gran Minería, la nacionaliza­
ción podrá referirse tanto a ellas mismas como a todo o parte de los 
derechos o bienes materiales e inmateriales que constituyan su activo. 
La nacionalización podrá también extenderse a bienes y derechos de cual­
quier clase, materiales o inmateriales, directamente destinados a la nor­
mal explotación de esas actividades, empresas o sociedades mineras.". 

Con este texto, prosigue el Honorable Senador señor Fuentealba, 
queda claramente establecido que la nacionalización puede referirse tan­
to a las empresas, sociedades o actividades mineras mismas como a todos 
los bienes que les son propios, como también a los bienes, derechos ma­
teriales o inmateriales de otras personas que no sean las empresas mis­
mas, sino terceros, pero que están íntima y directamente relacionados con 
la explotación minera. 

En cuanto al concepto mÜlluo de "empresa", se formuló un intere­
sante debate en el que intervinieron los Honorables Senadores señores 
Bulnes, Fuentealba, Pablo y Valenzuela. 

Empresa, en términos genéricos, en conformidad a las disposiciones 
del Código de Comercio, es toda organización de capital, propio o ajeno, 
y de trabajo ajeno, con miras a la intermediación en la producción y 

distribución de la riqueza. Se refieren a la empresa, sin dar una defini­
ción de ella, los números 59 a 99 del artículo 39 del Código de Comercio, 
que tratan de los actos de comercio, así como el artículo 166 del mismo 
cuerpo legal, que trata del "empresario de transportes". 

Sus elementos son, fundamentalmente, dos: el capital y el trabajo. 
Para los efectos de la legislación comercial, el capital de la empresa. 
puede tener su origen en el propio empresario o provenir de terceros. 

En cuanto al trabajo, éste normalmente debe ser realizado por de­
pendientes asalariados. De este modo, el empresario realiza la función 
de un intermediario que organiza, con cierta permanencia, los servicios 
de los trabajadores, poniéndolos a disposición del público, lo que se tra­
duce en una oferta de bienes y servicios a la comunidad. 

La empresa puede ser civil o comercial, individual o colectiva, públi­
ca, semi pública o privada, y el empresario, una persona natural o jurí-
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dica. Será civil cuando su objeto diga relación con actividades extracti­
vas, como la agricultura y la minería, y comercial, cuando se refiera a 
las actividades industriales de que trata el Código de Comercio, tales co­
mo las empresas de fábricas, manufacturas, tiendas, transportes, segu­
ros, bancos, etcétera. Será pública, cuando el Estado sea dueño del capi­
tal; semipública, cuando el capital esté integrado por aportes del Estado 
y los particulares; y privada cuando el capital pertenezca exclusivamen­
te a particulares. Cuando la empresa es constituida como sociedad, se 
forma una persona jurídica distinta de los socios que la componen, en 
conformidad al artículo 2.053 del Código Civil. 

Ahora bien, la empresa realiza generalmente sus funciones a través 
del establecimiento de comercio, que constituye en sí una universalidad 
de bienes. o elementos, tanto materiales como inmateriales, destinados al 
cumplimiento de sus fines. Entre los elementos materiales, pueden men­
cionarse el local y sus instalaciones, las mercaderías, vehículos, animales, 
maquinarias, etcétera; y entre los inmateriales, la clientela, el derecho de 
llaves, el nombre comercial, la propiedad industrial, representada por las 
marcas de fábrica, patentes de invención y modelos industriales, etcétera. 

Por su parte, la legislación tributaria da también un concepto de 
empresa, bastante amplio, al establecer que es tal "todo negocio, estable­
cimiento u organización de propiedad de una o varias personas naturales, 
cualquiera que sea el giro que desarrolle, ya f\ea éste comercial, indus­
trial, agrícola, minero, de explotación de las riquezas del mar u otra 
actividad." (Artículo 2(/ transitorio de la ley N9 16.250, de 21 de abril 
de 1965). 

El Honorable Senador señor Bulnes manifiesta su disconformidad 
con la fórmula que se refiere a actividades, empresas o sociedades, por­
que el empleo de dichas palabras significa entrar en una particulariza­
ción inconveniente. En efecto, señala Su Señoría, si una persona está 
trabajando una mina en comunidad, podría decir que la disposición no 
le alcanza, ya que se mencionaron las sociedades y no las comunidades. 
Ese es el inconveniente -agrega el señor Senador- de las enumeracio­
nes y de las particularizaciones. Si se emplea el término "empresa", que 
es genérico, es evidente que se involucra en él a todo tipo de actividades, 
ya que es prácticamente imposible que se pueda trabajar una gran mina 
en forma individual y, por consiguiente, tendrá que haber trabajo ajeno. 
Le parece que la palabra "empresa" cubre todos los casos posibles y, 
por ello, propone la siguiente redacción: "Cuando se trate de nacionali­
zación de empresas mineras que la ley califique de Gran Minería, ella 
podrá referirse tanto a las empresas mismas o acciones o derechos en 
ellas, como a la totalidad o parte de sus bienes y obligaciones.". 

El Honorable Senador señor Luengo opina que la redacción pro­
puesta por el Honorable señor Bulnes es limitativa y puede ser causa de 
serios conflictos posteriores, en caso de ser aprobada. Considera Su Se­
ñoría que la Comisión está obligada a redactar un texto constitucional 
que evite cualquier clase de conflictos o problemas en el futuro y que 
habilite al Estado para nacionalizar cualquier actividad que considere 
necesario traspasar al sector público, ya que será siempre el legislador 
el que decidirá en último término. 
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Por esta razón, el señor Senador acepta la redacción que ha pro­
puesto el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Fuenteal­
ba, que le parece que es la que mejor se ajusta a la idea que acepta la 
mayoría de la Comisión. 

Estaría, incluso, dispuesto a aceptar la inclusión de algún otro tér­
mino en la enumeración, no para particularizar, sino para dar mayor 
amplitud a la norma. Con este mismo fin, cree el Honorable Senador se­
ñor Luengo que podrían incluirse los términos "y pasivo", ya que en una 
nacionalización podría, tal vez, interesar al Estado hacerse cargo de de­
terminadas obligaciones de la empresa con el objeto de facilitar la labor 
de la actividad nacionalizada. 

El Honorable Senador señor Fuentealba señala que podrían limitar­
se las menciones a "actividades" y "empresas", ya que el concepto de 
sociedad, como se ha explicado, está implícito en el de empresa, como 
también lo están el de comunidad y otros. 

El Honorable Senador señor Miranda manifiesta que la ley que 
aprobó los convenios del cobre emplea, precisamente, la palabra "empre­
sa", la que no se ha prestado, hasta ahora, a dudas. De manera que, si 
se emplea este término, en la acepción jurídica que tiene, la disposición 
queda, a su juicio, correctamente redactada. Coincide con el señor Fuen­
tealba en que la palabra "sociedades" podría introducir un elemento de 
confusión, por lo que bastaría emplear los términos "actividades o em­
presas". 

También acepta el Honorable Senador señor Miranda la inclusión 
de una referencia al pasivo en la primera parte, ya que se trataría de 
"todo o parte de los bienes' que constituyan su activo o su pasivo". 

El Honorable Senador señor Fuentealba propone la siguiente redac­
ción: "Cuando se trate de nacionalización de actividades o empresas mi­
neras que la ley califique como Gran Minería, la nacionalización podrá 
referirse tanto a ellas mismas como a todo o parte de los derechos o bie­
nes, materiales o inmateriales, que constituyan su activo o pasivo,". 

El Honorable Senador 8ellor RuInes observa que se habla sólo de 
los derechos de la empresa y no se considera, en esta redacción, la idea 
planteada por él respecto de Jos derechos en la empresa. Sugiere, ade­
más, que, en lugar de referirse a activo y pasivo, que son palabras téc­
nicas, se hable de bienes y obligaciones, y se reemplace "podrá referirse" 
por "podrá comprender", 

Frente a una consulta del Honorable Senador señor Pablo, acerca de 
la ventaja de usar la palabra "actividades", el señor Fuentealba señala 
que la nacionalización implica un concepto de universalidad y como el 
término "empresa" podría tener un carácter un tanto restrictivo, cree 
que es más conveniente hablar de "actividades o empresas" para evitar 
toda duda acerca de la amplitud de la disposición. 

Cerrado el debate, se acuerda proponeros la siguiente redacción: 
"Cuando se trate de nacionalización de actividades o empresas mineras 
que la ley califique como Gran Minería, la nacionalización podrá com­
prender a ellas mismas, a derechos en ellas o a la totalidad o parte de 
sus bienes y obligaciones.". 
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El Honorable Senador señor Bulnes votó en contra de la inclusión 
de la palabra "actividades", por estimarla inútil y perturbadora. 

Se acordó dejar constancia de que los términos aprobados compren­
den tanto bienes materiales como inmateriales, servidumbres, patentes y, 
asimismo, activos y pasivos. 

A continuación, se pone en discusión la frase que dice: "Podrán 
comprenderse en la nacionalización los terrenos superficiales, edificios, 
construcciones, plantas, instalaciones, maquinarias, equipos, medios de 
transporte, incluyendo ferrocarriles particulares, herramientas, útiles y 
bienes muebles, servidumbres activas, bienes y derechos de cualquier cla­
se, aun inmateriales, como patentes y propiedad industrial, directamente 
destinados a la normal explotación de dichas empresas.". 

El Honorable Senador señor Bulnes se manifiesta contrario a esta 
disposición, ya que, por la vía especial que se señala para la Gran Mine­
ría, podrían entrar un sinnúmero de bienes. En efecto, agrega Su Seño­
ría, se usan los términos "bienes directamente destinados a la normal 
explotación de dichas empresas", lo que comprende todos los medios de 
transporte, como los camiones fleteros, qne pueden estar en un momento 
dado destinados a la minería, aunque en forma circunstancial, lo que los 
haría expropiables. 

Asimismo, pueden estar destinados a la Gran M:inería una serie de 
fábricas o establecimientos comerciales proveedores de ella. De esta ma­
nera, podrían expropiarse, de acuerdo a las regias de la Gran Minería, 
es decir, con deducción de rentabilidades excesivas, con pago a treinta 
años, con un bajísimo interés, etcétera, una serie de bienes que pueden 
pertenecer a personas económicamente débiles. Observa, además, que las 
empresas de la Gran Minería que existen actualmente llevan su contabi­
lidad en dólares y, si bien se les va a indemnizar a largo plazo, se les 
pagará en moneda dura o casi dura; en cambio, los nacionales que po­
drían ser afectados por la nacionalización no llevan su contabilidad en 
dólares, luego se les va a pagar en moneda nacional. Cree que lo lógico 
es que, si se expropia una actividad, se apliquen a todos los ·expropiados 
las mismas reglas. Agrega que si las empresas de la Gran Minería han 
utilizado bienes o servicios de terceros es porque no han considerado ne­
cesario adquirirlos; si el Estado estima que debe adquirirlos, está bien 
que lo haga, pero deberán expropiarse de acuerdo con las normas del 
derecho común y no aplicándoles las reglas especiales de la Gran Mine­
ría, ya que no hay ninguna consideración de interés nacional al proceder 
en esta forma. 

El Honorable Senador señor Miranda expresa que es partidario de 
incluir aquellos bienes de terceros que estén destinados directamente a 
la explotación de la Gran Minería, como dice la disposición, pero hay 
que tener en consideración, agrega, que esta norma y otras de la dispo­
sición son facultativas. En consecuencia, el legislador, al regular el mon­
to de la indemnización, deberá considerar la situación que pueda afectar 
a los terceros económicamente modestos, dándoles, naturalmente, un tra­
tamiento diferente. Pero, tal como está concebida la norma, tiene gran 
importancia en relación con la nacionalización de la Gran Minería del 
Cobre, que es el problema que se está tratando. también. en este mo-
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mento. Por ello, el proyecto incluye entre los bienes que pudiE\ran ser 
afectados por la nacionalización, a los ferrocarriles particulares, y no 
podría sostenerse que deba darse el tratamiento de la expropiación co­
mún, conmutativa, a ese ferrocarril destinado directamente a la explota­
ción de la Gran Minería del Cobre por el solo hecho de pertenecer a una 
persona distinta de la empresa minera. 

El Honorable Senador señor Fuentealba concuerda con las ideas ex­
presadas por el señor Miranda, especialmente porque la norma es facul­
tativa para el legislador. Sin embargo, desea observar que, al redactarse 
la disposición pertinente en la decimoséptima transitoria, habría que con­
siderar la observación del Honorable Senador señor Bulnes, ya que en el 
segundo informe se estableció en términos fijos tanto el plazo como el 
interés. Debería, entonces, para que se pueda dar tratamientos distintos 
a las empresas y a determinados terceros, no establecer plazo ni interés 
en forma fija en la decimoséptima, sino que dejar flexibilidad para que 
a estos terceros a que se han referido los señores Senadores que han in­
tervenido en el debate se les pueda dar mejores condiciones de indemniza­
ción y de pago. 

El Honorable Senador señor Miranda recuerda que el texto del pro­
yecto original enviado por el Ejecutivo se refería a "bienes necesarios 
para la normal explotación de las empresas mineras". La Comisión, sin 
embargo, modificó esta redacción, porque estimó que "necesario" era un 
término excesivamente amplio y lo sustituyó por "directamente destina­
do", precisamente para evitar los abusos a que pudiera dar origen la 
norma. 

Respecto al monto de la indemnización, el proyecto del Gobierno de­
cía que éste sería el costo original, deducidas las amortizaciones, depre­
ciaciones, catigos, agotamiento de minas y desvalorización por obsolecen­
cia. La Comisión estableció un sistema distinto, según el cual, la indem­
nización podrá determinarse sobre la base del costo original, al que tam­
bién podrán hacerse deducciones. Pero es evidente que el legislador no 
va a aplicar todas las deducciones indiscriminadamente a fin de obtener 
el precio más bajo posible respecto de terceros con pequeños capitales. 
Evidentemente, habrá que distinguir. Lo importante de la norma, a su 
juicio, es su vinculación con el mecanismo que se establece para la na­
cionalización de las empresas de la Gran Minería del Cobre. Declara que 
es partidario de la idea tal como €stá planteada en la disposición en de­
bate. 

El Honorable Senador señor Carmona manifiesta que le merece bas­
tantes dudas la forma de redacción de la idea y cree que es una de las 
cosas que debe dilucidar la Comisión la relativa a saber qué se entiende 
por "directamente destinados". Señala que hay una gama diversa de 
bienes que se pueden comprender en la nacionalización, muchos de ellos 
en distintas situaciones. Por ejemplo, observa el señor Senador, en Chu­
quicamata, el ferrocarril que sirve para el transporte del mineral es el 
de Antofagasta a Bolivia, perteneciente a una empresa inglesa. En el 
caso en referencia, no obstante ser partidario de que se nacionalice esa 
empresa, cree que es discutible que se pueda considerar que este ferro-
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carril está destinado directamente a la explotación de la empresa de la 
Gran Minería. 

No es el caso, agrega, de los camiones de terceros que estén arren­
dados a las empresas o que tengan contratos por fletes con ellas. Es 
evidente que no podría aplicarse el mismo tratamiento a la empresa pro­
pietaria del ferrocarril que al dueño de los camiones, nacional de condi­
ción modesta. 

Le parece que, si se nacionaliza: una actividad, no es posible que la 
misma ley establezca diversos casos de indemnización, ni formas y pagos 
distintos, ya que podrían suscitarse problemas de inconstitucionalidad por 
violación de la igualdad ante la ley. Cree que si fuere necesario naciona­
lizar estos bienes de propiedad de terceros nacionales, con pequeños ca­
pitales, debieran aplicarse las normas de la expropiación común y no las 
de la Gran Minería. 

El Honorable Senador señor Miranda sostiene que está de acuerdo 
en que la misma ley nacionalizadora no puede establecer normas distin­
tas para fijar la indemnización en forma estricta para unos y más con­
mutativa o liberal para otros. Cree, sin embargo, que la disposición es 
bastante flexible y, en el caso al que se han referido los señores Senado­
res, no se incluirán estos bienes en la nacionalización, aunque estén des­
tinados directamente a la explotación de las empresas. Y es así porque la 
norma comienza diciendo "podrán comprenderse en la nacionalización ... ", 
y no "deberán comprenderse ... ". 

El Honorable Senador señor Altamirano manifiesta que, en térmi­
nos generales, concuerda con lo expresado por el señor Miranda, por lo 
que no abundará en consideraciones para demostrar las ventajas de esta 
disposición. 

Pero desea insistir en algo que ya manifestara anteriormente y es 
que, siendo legítima la preocupación de los señores Senadores para que 
estas disposiciones queden lo más precisas posibles, las normas ya aproba­
das por la Constitución, no obstante, dejaron entregado en términos ex­
traordinariamente amplios a la ley materias como la determinación de 
los bienes que se reservarán exclusivamente al dominio del Estado. Tal 
sucedió cuando se modificó el artículo 10 N9 109 para permitir la re­
forma agraria, sin que en aquella oportunidad se haya utilizado el hecho 
para provocar alarma en ciertos sectores diciendo que todos los bienes 
del país podrían ser declarados de dominio exclusivo del Estado y que to­
dos los predios podrían ser expropiados a 30 años plazo, sin reajustabi­
lidad y con un interés mínimo. 

Lo anterior conduce a pensar que es necesario tener un mínimo de 
confianza en que el Gobierno de la Unidad Popular no pretende con esta 
disposición expropiar dos o tres camiones en perjuicio de personas mo­
destas. Cree que no es posible valerse de ejemplos de esta naturaleza 
para demostrar la inconveniencia de la disposición; no fue esa la posi­
ción de los parlamentarios de la Izquierda cuando concurrieron con sus 
votos a aprobar la modificación del derecho de propiedad para permitir 
la reforma agraria durante el Gobierno anterior. 

El señor Luengo expresa que desde un punto de vista económico-so­
cial, se presenta el inconveniente de que, dejándose fuera algunos bienes 
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necesarios y directamente destinados a la normal explotación de estas 
empresas, habría que dictar una ley general o especial que declare la 
utilidad pública para hacer efectiva la respectiva expropiación. Pese a la 
urgencia que el Estado tiene de tomar en sus manos la actividad nacio­
nalizada y poder desarrollarla normalmente, no estaría en situación de 
hacerlo de inmediato respecto de estas otras actividades que están di­
rectamente destinadas a la normal explotación de lo nacionalizado. Así 
ocurriría, por la demora en la tramitación completa de la ley respectiva. 

Cree Su Señoría que si en la disposición decimoséptima transitoria, 
que más adelante se estudiará, se excluyeran estos bienes de terceros de 
la nacionalización o se facultara al Presidente de la República para ex­
cluirlos, no cabe duda que, en su oportunidad, el camino para incorporar­
los al dominio del Estado sería la ley expropiatoria. N o habría problema, 
evidentemente, si el tercero aceptase vender sus bienes al Estado, pero, 
debe preverse el caso de que el particular se niegue a venderlos. No es 
posible, por tanto, que, por el capricho de un particular, se impida la 
normal explotación de las empresas nacionalizadas. 

Cree, finalmente, que en la disposición permanente debe hablarse 
también de "nacionalización" de estos bienes a fin de que lo que se 
estatuya en la disposición decimoséptima no llegue a resultar discrimi­
natorio. 

El Honorable Senador señor Fuentealba manifiesta ser partidario 
de que en la disposición peltaanente de la Constitución se establezca la 
facultad de nacionalizar estos bienes que, aún perteneciendo a terceros, 
son, sin embargo, indispensables para la explotación minera correspon­
diente. Piensa que deben ser "indispensables" para dicho propósito, ya 
que no cualquier bien "directamente destinado a la explotación", a su 
juicio, debiera poder ser expropiado. Cree que, para poder ser expropia­
do, este bien debe reunir, conjuntamente, las calidades de "estar directa­
mente destinado a la explotación" y de "ser necesario e indispensable" 
para que esta explotación pueda funcionar normalmente. 

Por lo expresado, el señor Fuentealba manifiesta que formulará una 
proposición con el fin de que se empleen, desde luego, las expresiones 
"directa y necesariamente". Si los bienes no son absolutamente necesa­
rios, no se divisa razón alguna, a juicio de Su Señoría, para expropiarlos. 
Señala que, sin embargo, tiene algunas dudas para proponer que se 
agregue a la expresión "directa y necesariamente" la condición de que 
los bienes sean "exclusivamente" destinados a la normal explotación, con 
lo que la norma diría "directa, necesaria y exclusivamente" destinados a 
la normal explotación. Así, por ejemplo, el dueño de una empresa de 
transportes que atiende, además de las empresas mineras, a un grupo di­
ferentes de usuarios, no está "exclusivamente" destinada a la normal ex­
plotación, y a, juicio de Su Señoría, no debe ser expropiada. 

El Honorable Senador señor Silva Ulloa expresa que el problema bá­
sico radica en considerar la situación de la empresa "Potrerillos Rail­
way". Si se aplica la interpretación que ha dado el señor Fuentealba, el 
citado ferrocarril no podría ser expropiado, puesto que no sirve "exclu­
sivamente" a la empresa minera, ya que realiza transporte de pasajeros. 
Si se exige, copulativamente, que los bienes sean "directa, necesaria y 
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exclusivamente" destinados a la normal explotación de las actividades o 
empresas mineras, no podría nacionalizársele. 

El Honorable Senador señor Bulnes expresa que la Ley General de 
Ferrocarriles otorga al Estado toda clase de atribuciones respecto de los 
ferrocarriles e, incluso, establece que al término de la concesión todos los 
bienes de la empresa pasan al Estado; pregunta si, en consecuencia, es 
tan necesario expropiar dicho ferrocarril. 

El Honorable Senador señor Fuentealba expresa que la interrupción 
del señor Silva Ulloa le sugiere la idea de que, en vez de usar el vocablo 
"exclusivamente", se emplee la expresión "principalmente". 

El Honorable Senador señor Bulnes dice que la expresión "princi­
palmente", sugerida por el señor Fuentealba, implica que basta que el 
51 % de la producción de una de esas empresas haya sido vendida, últi­
mamente, a la empresa de la Gran Minería, para que puedan ser expro­
piadas. Estima que, si se establece la disposición en esos términos, cae­
rían en la nacionalización las fábricas de herramientas, de repuestos, de 
uniformes y, en general, toda clase de actividades, con lo que se llegaría 
al mismo resultado. Su Señoría no se opone a que estas empresas puedan 
ser expropiadas pero, a su juicio, ellas deberían serlo de acuerdo a las 
reglas generales. 

El Honorable Senador señor Fuentealba anota que se trata de tres 
condiciones copulativas: directa, necesaria y principalmente destinadas a 
la normal explotación. 

El Honorable Senador señor Bulnes replica que el vocablo "necesa­
riamente" contiene un concepto muy relativo. Así, si se toma la pala­
bra "necesario" en el verdadero sentIdo que le da el Código Civil, nada 
será "necesario", pues todo es reemplazable. Un proveedor puede ser. sus­
tituido por otro e, incluso, el ferrocarril es reemplazable. N o pudiendo 
tomarse !a expresión "necesario" en su sentido estricto, pasa a ser so­
lament'2 un sinónimo de "útil". 

Su Señoría se manifiesta contrario en general a la idea en análisis, 
debido a que existen otros medios para expropiar este tipo de bienes en 
caso de que se necesiten. Creen que debe ser la ley la que califique qué 
bienes se van a expropiar y cuáles no, pL12S de lo contrario se establece­
rían autorizaciones genéricas, las que serían aplicadas por funcionarios, 
no siempre de alta jerarquía. 

Sostiene, en seguida, que considera justo que se expropien las em­
presas de la Gran Minería del cobre pero, agrega, le parece que es pe­
ligroso, por las influencias políticas que pueden ejercerse, que la nacio­
nalización se extienda a actividades colaterales a dicha Gran Minería. 

El Honorable Senador señor Fuentealba expresa que la totalidad 
de este proyecto de nacionalización podría prestarse para especulaciones 
políticas. Si se enfoca el asunto con ese criterio, a su juicio, simplemente 
no podría concretarse esta Reforma Constitucional ni la nacionalización 
proyectada. Es indudable, prosigue, que el Presidente de la República, si 
usara mal las facultades que se le entregan para hacer deducciones en el 
monto de la indemnización, sea por concepto de sobreprecio o por renta­
bilidades excesivas, podría caer en lo que teme el señor Bulnes. 
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El Honorable Senador señor Bulnes señala que, por lo dicho, las 
Constituciones del mundo occidental disponen que las expropiaciones de­
ben ser autorizadas por la ley, por razón de utilidad pública calificada 
por el legislador. 

En el proyecto en debate, prosigue, se abre paso a la idea de que 
algunos puedan llegar a ser expropiados y otros no; aSÍ, por ejemplo, en 
la disposición transitoria decimoséptima se deja entregado enteramente 
al criterio del Presidente de la República la determinación de lo que se 
expropia o no. En el hecho, dice, ni siquiera va a depender de la voluntad 
del Presidente, sino que todo quedará entregado a la determinación de 
funcionarios, muchas veces de poca jerarquía, cuando corresponda en~ 
trar al detalle. El peligro no está referido a la Gran Minería del cobre, 
la que está perfectamente individualizada, sino a la expropiación de los 
innumerables empresarios que trabajan para dicha Gran Minería, que no 
están determinados. 

El Honorable Senador señor Fuentealba manifiesta que en la na­
cionalización está involucrado un acto de confianza en la persona del Pre­
sidente de la República: es el Gobierno de Chile, que representa los inte~ 
reses generales. Estima que el Presidente de la República sabrá usar las 
facultades que la Reforma le otorgue, de modo de guardar, debidamente, 
el interés nacional. 

Respecto de la discusión que se ha planteado en torno a la expresión 
"necesariamente", manifiesta que el Diccionario dice que "necesario" es 
"aquello que es menester indispensablemente o hace falta para un fin"; 
teniendo presente dicha acepción considera conveniente introducir el tér­
mino indicado en la disposición en debate. Se trata de expresar clara­
mente que no sólo los bienes de terceros "directamente destinados" sino 
además "necesariamente" destinados a la normal explotación de las em­
presas mineras, sean los que se puedan expropiar, queriéndose significar 
con ello, que se trata de bienes indispensables y que -hacen falta a esa 
explotación minera. No basta, en consecuencia, que el bien esté "direc­
tamente destinado" a ella, es necesario que, además, sea "indispensable" 
para el fin de la explotación minera. Estima que esa ha sido la intención 
que se tuvo al despachar la norma contenida en el primer informe de la 
Comisión. 

En lo referente al término "exclusivo", prosigue, le parece conve­
niente considerarlo, ya que se evitaría todo el problema que se planteó 
en la Sala del Senado respecto de la inclusión de empresas o actividades 
que, estando destinadas en forma directa a las explotaciones mineras, no 
lo están en términos exclusivos, de tal suerte que ejercen su actividad en 
todo o parte del país y respecto de muchas otras personas o actividades. 
Por ello, sugiere, debe señalarse en el texto constitucional que ha de tra­
tarse de bienes directamente destinados, necesariamente destinados e in~ 
dispensablemente destinados a la normal explotación de las empresas mi­
neras. 

Concretando la idea antes referida, propone usar la siguiente redac­
ción para la frase: 
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"La nacionalización podrá también extenderse a bienes de cualquier 
clase, directa, necesaria y exclusivamente destinados a la normal explo­
tación de dichas actividades o empresas.". 

El Honorable Senador señor Miranda hace presente que en el pri­
mer informe se debatió extensamente esta materia. 

Piensa Su Señoría, que el término "exclusivamente" que se ha pro­
puesto agregar, es limitativo ya que, por ejemplo, una maquinaria de fe­
rrocarril puede no estar destinada exclusivamente a la actividad minera, 
pese a estar directamente destinada exclusivamente a la actividad mine­
ra, pese a estar directamente destinada a su normal explotación. Por es­
tas razones, prosigue, está de acuerdo con 10 que se propusiera en el pri­
mer informe, a lo cual podría agregarse la expresión "necesariamente", 
pero 110 lo está con la proposición de incorporar la condición de que el 
bien esté "exclusivamente" destinado a la normal explotación de la em­
presa minera. 

El Honorable Senador señor Fuentealba, en atención a las observa­
ciones formuladas retira la expresión "exclusivamente", con lo que la 
redacción quedaría como sigue: 

"La nacionalización podrá también extenderse a bienes de cualquier 
clase, directa y necesariamente destinados a la normal explotación de 
dichas actividades o empresas.". 

El señor Insunza propone agregar la expresión "aunque pertenezcan 
a terceros". 

Puesta en votación, después de un breve debate, la idea de incluir 
bienes de terceros en la nacionalización de actividades o empresas mine­
ras que la ley califique como Gran Minería, ella es aprobada por 4 votos 
contra uno. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores 
Carmona, Fllentealba, Luengo y Miranda y, en contra, el Hoüorable Se­
nador señor Bulnes. 

Fundando su voto negativo, el señor Bulnes expresa que si el Es­
tado cree necesario tener el dominio de bienes que la empresa de la Gran 
Minería no ha considerado necesario tener como propios, éstos deben 
ser expropiados de acuerdo al derecho común. N o existe ninguna razón 
de interés general ni de justicia, prosigue, para que a los empresarios 
que no son empresas de la Gran Minería se les aplique una regla excep­
cional que está concebida para dicha Gran Minería. Al votar negativa­
mente, Su Señoría deja constancia que el rechazo de esta disposición no 
impediría al Estado hacerse dueño de esos bienes, sino que, simplemente, 
10 obligaría a que aplicara las disposiciones del derecho común. 

El Honorable Senador señor Luengo, fundando su voto favorable, se­
ñala que lo hace, en primer lugar, debido a que la disposición quedaría 
con carácter facultativo, o sea, no sería obligatorio para el Estado tomar 
bienes que no sean los de la Gran Minería; y en segundo lugar, porque 
el Estado, cuando efectúe la nacionalización, tendrá que examinar la si­
tuación de esos bienes para determinar si ellos son necesarios para que 
la nacionalización produzca sus efectos de inmediato, evitándose así el 
retardo que produciría la necesidad de dictar otra ley para expropiarlos 
y los perjuicios consiguientes. 
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Agrega, por último, que al incluir a otras empresas que no son de la 
Gran Minería y que pueden estar formadaR incluso por nacionales, se 
evita la objeción eventual de ser discriminatoria la nacionalización que 
se va a concretar, en cuanto estatuiría normas diferentes según se trate 
de nacionales o de extranjeros. 

El Honorable Senador señor Miranda señala que vota por la afir­
mativa, teniendo en consideración, especialmente, que en la Gran Minería 
se presenta el caso de empresas que, no constituyendo empresa minera 
en sí, están íntimamente ligadas a ella. Así, manifiesta, podrían nacio­
nalizarse diversos bienes de otras empresas, como plantas de beneficio, 
de tratamiento de minerales o fundiciones. 

Es característico, prosigue, que los consorcios internacionales que 
se dedican a la Gran Minería, constituyan diversas personas jurídicas 
distintas, que van formando una cadena de empresas, todas directamente 
destinadas a la actividad o explotación mineras. Puede ser que respecto 
de alguna de ellas no sea posible la calificación de "empresa minera", 
circunstancia que las haría eludir la nacionalización. No se trata, por 
tanto, de establecer la disposición pensando en el pequeño empresario 
que proporciona algún bien destinado directa y necesariamente a la nor­
mal explotación minera, sino en los otros que ha señalado. 

El Honorable Senador señor Fuentealba señala que su voto ha sido 
favorable a la inclusión de esta idea, debido a que, en caso de no existir 
una norma de este tipo, la naeionalización de la Gran Minería, incluso 
la del hierro, llegaría a ser ineficaz. Es conocida, especialmente para 
quienes han vivido en la zona norte del país, la forma en que operan las 
Compañías de la Gran Minería. Así, prosigue, diversas actividades fun­
damentales para la explotación minera, están en manos de terceros de­
pendientes de las mismas compañías: 

Recuerda, por ejemplo, como grandes explotaciones de mineral de 
hierro se hacían a través de un contratista simulado quien, a su vez, con­
trataba obreros en calidad de pirquineros, eludiéndose en esa forma el 
cumplimiento de las leyes sociales. 

Corresponderá al Presidente de la República, prosigue, determinar 
en el momento oportuno, la verdadera situación que tienen esas otras 
empresas o proveedores distintos de la empresa minera misma, exten­
diendo a ellos la nacionalización, según estén o no directa y necesa­
riamente destinados a la normal explotación minera. 

Finalmente, a proposición de Su Señoría, y luego de un breve de­
bate, la parte pertinente de la disposición queda como sigue: 

"Cuando se trate de nacionalización de actividades o empresas mine­
ras que la ley califique como Gran Minería, la nacionalización podrá 
comprender a ellas mismas, a derechos en ellas o a la totalidad o parte 
de sus bienes y obligaciones. La nacionalización podrá también extender­
se a bienes de terceros, de cualquier clase, directa y necesariamente des­
tinados a la normal explotación de dichas actividades o empresas.". 
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B) Determinación del monto de la inde11/nización. Deducciones. 

Se pone en discusión la siguiente frase de la letra c) del artículo 19, 

que comienza con las palabras: "El monto de la indemnización podrá de-

terminarse ... ". 
El Honorable Senador señor Carmona señala que el Honorable Sena-

dor señor Luengo manifestó que si la situación de los terceros quedara su­
jeta a las reglas generales de la expropiación, contenidas en el inciso cuar­
to del N9 10 del artículo 10, pudiese ser necesario la dictación de dos o más 

leyes expropiatorias. 
Estima Su Señoría que al establecerse que 12. nacionalizació'l se ex-

tenden'i a los bieneé, de terceros, se está sometiendo a una misma norma 
toda dicha llacionalización, sea (Iue se refL~ra a bienes de las empresas, 
de las acti\'idades de la Gran Minería o a bieres ((;o terceros directa y ne­
cesarianlcnte destinados a la explotación de dichas empresas. Piensa que 
el ac~o u;: nacloEalizaciól1 es único y, por tanto, la indemnizaci6n también 
única. POi· ello, señala, debiera establecerse una excepción expresa que 
estatuya que la illdemnización pueda ser diferente para los terc<:?l'os o, en 
su caso, en vez de hablar del monto de la indemnización, decir "el monto 
de la::; inc12mnizaciones", en caso que corresponda más de una, 

l.<~'l la forma anotada, prosigue, se daría posibiiidad de que el legi s·, 
lador pudiera establecer los tipos de indemnización. 

El Honorablr" Senador señol" Miranda señala que le parece clara la ob­
servación formulada por el señor Carmona. Si se nacionaliza una 2mpresa 
determinada, por ejemplo, y, además, bieiles determinados de terceros, al 
i'ljar el monto de la indemnización respecto de estos últimos, ya a so' 
muy díékil llegar a aplicar {,:l crl(;¡;rio de las rcmtabilidad2s excesivas. jj"sí, 
prO;::.igliQ, un bici~ físico determinado 110 produce por sí mimYIO rentabi­
lidad,:;" cxce~:ivas, aUllq1l\.l ,.::1 Ü:Tcero qclC explota eE',OS büemes pUCE81'a ob­
tenerla, Lo que c;::,tá claro, en todo caso, es que las ~jtuacjones van a ser 
dive1'21l Q, y, a su juicio, podl'ía comprenderse a todas usando la fórmula: 
"El monto de las indemnizaciones podrá ... ". 

El Honorable Senador serior Bulnes expresa que, a su juicio, la reóac­
ción propuesta no involucra la idea que se está tratando de aprobar; 8 lo 
más serviría de base para dejar constancia en el informe de lo que se ha 
querido decir. 

Al decirse "El monto de las indemnizaciones podrá ... " se referiría 
al monto de las indemnizaciones de distintas expropiaciones de empresas 
de la Gran Minería, pero no significa una autorización para fijar indem­
nizaciones de distinto tipo. Lo importante, continúa, es que dentro de una 
nacionalización pueden establecerse indemnizaciones distintas. 

Ahora bien, señala, la redacción actual no impide el establecimiento 
de una indemnización distinta. Por ello, podría dej arse constancia en el 
acta de que, dentro de una misma nacionalización, podrán fijarse distin­
tas bases para calcular y distintas formas de pago de la indemnización 
para los bienes que constituyan la empresa misma y para los bienes que 
pertenezcan a terceros. 
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El Honorable Senador señor Carmona expresa que debería decirse, por 

ejemplo, "El monto de la indemnización o de las indemnizaciones, cuando 
correspondiere más de una ... ". Es especialmente importante contemplar 
esta distinción, si se considera el texto de la frase final de esta letra CJue 
dice: "Los terceros, en cuanto atañe al Estado, sólo podrán hacerse va­
ler sus derechos sobre el monto de la indemnización.". 

El Honorable Senador señor Bulnes propone que para obviar el proble­
ma se diga: "El monto de la indemnización o indemnizaciones, según los 
casos ... ", redacción que la Comisión unánimemente aprobó. 

En consecuencia, queda aprobado el siguiente texto para esta frase: 
"El monto de la indemnización o indemnizaciones, según los casos, 

podrá determinarse sobre la base del costo original de dichos bienes, de­
ducidas las amortizaciones, depreciaciones, castigos y desvalorización por 
obsolescencia." . 

A continuación, se pone en discusión la siguiente frase: 
"También podrán deducirse del monto de la indemnización las ren­

tabilidades excesivas que hubieren obtenido las empresas nacionalizad2.s.". 
El Honorable Senador señor Bulnes hace presente que vota en contra 

de esta frase. 
El Honorable Senador señor Fuentealba señala que debería ponerse en 

consonancia esta frase con la recién aprobada y decirse: "También podrán 
deducirse del monto de la indemnización o indemnizaciones ... ". 

El Honorable Senador señor Carmona manifiesta que, a su juicio, no 
es necesaria la proposición del señor Fuentealba, ya que el criterio de "ren­
tabilidades excesivas" no se aplicaría a los bienes determinados de ter­
ceros que pudieran expropiarse. 

El Honorable Senador señor Bulnes señala que, en el proyecto origi­
nal, en el que se proponía la expropiación de bienes, se establecía la deduc­
ción de las rentabilidades excesivas del valor de los bienes nacionalizados. 
'No se trataría, por tanto, de dos cosas incompatibles. 

Agrega que, con la redacción actual, esta deducción sólo se va a apli­
car cuando lo nacionalizado sea la empresa. 

Respecto de las empresas de terceros, no divisa la forma de aplicar 
esta deducción si no se expropian todos los bienes de esas empresas. Así, 
por ej emplo, pregunta, un empresario de camiones al que se expropia 
parte de sus vehículos ¿ podría estar afecto a la deducción de las renta­
bilidades excesivas? 

En general, prosigue, estima absurdo que se aplique este criterio a 
utilidades hechas conforme a la ley, que han tributado y que pueden ha­
ber sido percibidas por personas totalmente distintas de los actuales due­
ños de la empresa respectiva; la empresa afectada bien podría estar en 
poder de sus actuales dueños sólo desde pocos días antes de la naciona­
lización, habiendo sido adquirida en un precio recargado, plecisamente, 
por su alta rentabilidad. 

El señor Nolff manifiesta que la intención del Ejecutivo es estahle­
cer el criterio de rentabilidades excesivas para las empresas extranj e­
ras que llevan estas utilidades hacia el exterior y, en tal sentido, dicho 
principio está aceptado en el Acuerdo del Pacto Andino. Allí se habla. 
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prosigue, de rentabilidades excesivas respecto de las que excedan del 14 % 

de la inversión, considerándose que la remesa de utilidades por sobre ese 

porcentaje causa un daño a las economías nacionales. 

'El Honorable Senador señor Bulnes hace presente que tal criterio po­

dría aplicarse a empresas industriales, pero, en la actividad minera, por 

esencia aleatoria y fluctuante, parecería no tener aplicación dicho principio 

Así, prosigue, la propia Ley de Impuesto a la Renta ha dado un trata­

miento especial a la minería por considerarla un negocio aleatorio. 

El señor Nolff responde que, si el criterio de rentabilidades exc8si­

vas se aplicara a la pequeña y mediana minerías, no sería válido, más 

su aplicación a las grandes empresas no causa ningún problema debido a 

que las rentabilidades son bastante parejas. 

El Honorable Senador señor Bulnes manifiesta que, aún respecto de 

las empresas del cobre, tal criterio no es plenam~nte válido. Así, por ejem­

plo, hasta antes de la ley sobre Nuevo Trato al Cobre, la rentabilidad 

de estas empresas era virtualmente nula, tanto por el precio que se con­

vino durante la guerra cuanto por el sistema cambiario vigente para di­

chas empresas. 
El señor Nolff señala que no es exacta la apreciación del señor Bul­

nes, ya que ni aún en las épocas que pudieran considerarse más favora­

bles para las compañias norteamericanas, éstas dej aron de percibir una 

utilidad importante. 
El Honorable Senador señor Bulnes manifiesta que el concepto mismo 

de empresa de la Gran Miner"ía puede ir variando, como ha ido variando el 

concepto legal de latifundio, de manera que podrían llegar a verse afec­

tadas muchas otras empresas que hoy no forman parte de la Gran Mi­

nería. Por otra parte, Como antes lo sostuvo, no considera justo que uti­

lidades legalmente percibidas y que han pagado sus impuestos sean de­

ducidas, en circunstancias de que ya se han incorporado a los patrimo­

nios; se trataría, a juicio de Su Señoría, de una verdadera sanción. 

Como no se precisa el concepto de rentabilidades excesivas, los me­

dianos mineros estarán en la permanente incertidumbre de ser naciona­

lizados y obligados a devolver utilidades ya percibidas. No se atreverán, 

tampoco, los mineros, a adquirir minas prósperas, ante el temor de tener 

que devolver utilidades percibida¡:- con anterioridad por su antecesor en 

el dominio. 
Ahora bien, prosigue, si alguna Compañía de la Gran Minería del Co­

bre pudiese haber obtenido rentabilidades excesivas, su caso puede con­

templarse en la disposición decimoséptima transitoria. Establecer este cri­

terio, sin embargo, como norlYía general, le parece una aberración jurí­

dica. 
El Honorable Senador señor Fuentealba dice que el concepto de renta­

bilidades excesivas ,sólo es aplicable a las utilidades que han percibido em­

presas de la Gran Minería. 

El Honorable Senador señor Bulnes replica que, atendida la circuns-­

tancia de ser la ley la que determina lo que debe entenderse por Gran Mi-
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nería, va a existir un número importante de empresas de la mediana mi­
nería, amenazadas por la disposición. 

El señor Uribe cree conveniente señalar que se encuentra aprobada 
la disposición que incorpora a la Constitución la regla de ser el Estado 
dueño de todas las minas, dominio que se atribuye el Estado en forma re­
troactiva. Ahora bien, prosigue, si se han producido estas rentabilidades 
excesivas, se debe a que ha habido un deterioro del patrimonio nacional. 
No hay duda que, por otra parte, esta disposición se refiere únicamente 
a minería y, dentro de ella, se aplica :::ólo a la Gran Minería. 

Por lo dIcho, prosigue, toda deprec;iación del patrimonio nacional del 
Estado, constituido por c;',Us minas, cuya explotación le ha significado 
utilidades excesivas a la sempresas, es injusta y debe ser recuperada por 
el Estado Que ha sido dueño siempre de esas minas. , " 

El señor Nolff observa que tal como está redactada la disposic:íón, 
la aplicación de la rentabilidad excesiva es optativa. Esto quiere decir 
que cuando la Contraloría o el organismo que determine el mOllto de la 
indemnización estime que la l'Gl!tabilidad excesiya ha provocado perj ui­
,cios al patrimonio nac;ional, aplicará la deducción; en otros casos no lo 
hará. En el caso de le .. industria cuprífera el daño es evidente, ya que 
sólo en los años 1932 Y 1938, que corresponden a la gran crisis mundial, 
las compañías experimentaron UEa leve pérdida, pero en todos los de­
más aÍ'íos sus utilidades han sitlo muy grandes en relación a su inversión. 
Por ello cree que la disposición es justa y debe aplicarse al caso de la 
Gl'acl Mi:ld'a dd Cobre. 

El Honorable Senador' señor Carmona expresa que, si bien es facultati­
vo el uso que se pueda hacer de la disposición, una vez que se decida deducir 
la rentabilidad excesiva, ella debe corresponder a la totalidad de la renta­
biliúaó. 2:'('2L:siva que hayan obtenido las empresas nacionalizadas. Si se 
acepta la idea de la deducción, sEgiere que la norma S2a doblemente fa­
cultativa, es decir, que sea facultativa la deducción y también que se pue­
da deducir todo o parte de esa rentabilidad excesiva, pero no está de 
acuerdo en que sólo se pueda deducir la totalidad. 

El Honorable Senador señor Fuentealba concuerda con el señor Car­
mona en el sentido de que, si bien la norma es facultativa, sería mayor su 
flexibilidad con la enmienda propuesta por dicho Senador. 

Propone, en consecuencia, que se apruebe la disposición en los si­
guientes términos: "También podrá deducirse del monto de la indemni­
zación el todo o parte de las rentabilidades excesivas que hubieren obte­
nido las empresas nacionalizadas". 

-Así se aprueba, con el voto en contra del Honorable Senador señor 
Bulnes. 

C) Fonna y plazo de pago de la indemnización 

Se pone en discusión la frase siguiente: 
"La indemnización será pagada en dinero, a menos que el afectado 

acepte otra forma de pago, y en un plazo no superior a treinta años, to-
do ello en la forma y condiciones que la ley determine". . 
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El Honorable Senador señor Bulnes señala que según esta frase no 
podría pagarse la indemnización en bonos, a menos que el afectado lo acep­
te. Además, la expresión "en dinero" no quiere decir "en moneda nacional", 
sino "en moneda corriente". 

El Honorable Senador señor Carmona opina que debiera adecuarse la 
norma diciendo "la indemnización o indemnizaciones". 

El Honorable Senador señor Miranda no está de acuerdo, ya que la 
misma observación la hizo el señor Carmona en la frase anterior. Cree Que 
ya está dicho que puedan ser una o varias indemnizaciones, pero al fij al' ea­
da una de ellas se pueden establecer las normas para su pago. 

El señor Nolff propone que la norma establezca "a menos que el afec­
tado acepte otra modalidad de pago", con el objeto de evitar la repetición 
de la palabra "forma" que ya está consultada más adelante. 

El Honorable Senador señOr Bulnes y el Honorable Senador señor 
Fuentealba expresan que la norma debe referirse a "forma de pago", ya 
que la expresión "modalidad" tiene un sentido jurídico diferente. 

El Honorable Senador señor Bulnes, por su parte, es partidario de 
decir que la indemnización será pagada en dinero, a menos que el afectado 
acepte otra forma de pago, en un plazo no superior a treinta años, en cuo­
tas periódicas y en las demás condiciones que determine la ley. 

El Honorable Senador señor Fuentealba estima que la modificación 
propuesta por el señor Bulnes incide en la frase siguiente, que habla de 
"cuotas anuales o semestrales, iguales y sucesivas", la que es mej 01' su­
primir. 

El Honorable Senador señor Carmona cree que es necesario suprimir 
la frase que viene a continuación, ya que es posible que al Estado le con­
venga pagar en una sola cuota. 

El Honorable Senador señor Fuentealba, después ae un breve debate, 
señala que la frase quedaría redactada de la siguiente manera: "La indem­
nización será pagada en dinero, a menos que el afectado acepte otra for­
ma de pago, en un plazo no superior a treinta años y en las condiciones 
que la ley determine". Se acuerda suprimir la frase que sigue a conti­
nuación y que dice: "El servicio de la deuda se hará en cuotas anuales o 
semestrales, iguales y sucesivas". 

D) Toma de posesión de los bienes nacionales por el Estado 

Se pone en discusión la frase: "El Estado tomará posesión material 
de los bienes inmediatamente después que entre en vigencia la naciona­
lización." . 

El Honorable Senador señor Carmona manifiesta que es partidario de 
que esta norma también sea facultativa, diciendo que "El Estado podrá to­
mar posesión material ... ", ya que puede ocurrir que el Estado no esté 
habilitado para tomar posesión inmediata de los bienes, o ello puede no 
ser conveniente para el Estado. En cambio, si la norma es facultativa, el 
Estado podrá tomar posesión material inmediata, o en el plazo que es­
time prudente. 
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El Honorable Senador señor Fuentealba estima que si toda la disposi­
cion ha quedado redactada en forma facultativa, lo consecuente sería apro­
bar la sugerencia del señor Carmona y dejar también en carácter de facul­
tativa la toma de posesión material inmediata. 

Propone, POI; su parte, que se diga "de los bienes comprendidos en 

la nacionalización". 
-Se aprueba la siguiente redacción: "El Estado podrá tomar pose-

sión material de los bienes comprendidos en la nacionalización inmedia­
tamente después que ésta entre en vigencia.". 

E) Dm>echos frente al Estado ele los afectados por la nacionalización, de 
los socios ele las empresas nacionalizadas y de los terceros 

Se pone en discusión la frase que dice: 
"Los afectados no podrán hacer valer en contra del Estado otro de­

recho que el cobro de la indemnización regulada en la forma antes in-

dicada.". 
El Honorable Senador señor Bulnes estima que esta frase debiera ser 

eliminada, ya que si se trata de derechos por la nacionalización, es lógico 
que no puedan hacerse valer otros que no sea la indemnización. Lo mismo 
ocurre con las normas generales sobre expropiación, en cuyo caso la Cons­
titución no estableció, por ser absolutamente innecesario, que el expl'O­
piado no podría hacer valer otro derecho que el relativo a la indemni­
zación. Tanto la expropiación como la nacionalización, agrega el señor 
Senador, producen como única prestación en favor del expropiado o na­
cionalizado, la indemnización. Ahora, si se trata de derechos ajenos a la 
nacionalización, como serían por ejemplo los derechos provenientes de 
la compra del 51 % de las acciones, o derechos contra el Estado p01' un 
reclamo de impuestos, esos derechos quedarían subsistentes a j nicio de 
Su Señoría, si en lugar de expropiarse la empresa se expropian determi­
nados bienes. 

El Honorable Senador señor Noemi expresa que la norma se justifica, 
ya que el expropiado podría Cl'eer que puede hacer valer los derechos ema­
nados de un contrato que se ha terminado. 

El selior Nolff explica que en el caso de la Gran Minería del Cobre, 
si no se estableciera la n',fma, podrían hacerse valer los d2rechos emana­
dos de los contratos de administración, de los contratos de promesa de 
compraventa suscritos con la Corporación del Cobre, etc. Por ello es muy 
importante la mantención de la disposición. 

El Honorable Senador señor Bulnes manifiesta que el problema no se 
produce cuando se nacionalizan empresas, en cuyo caso los derechos de la 
empresa pasan al Estado, se confunden y desaparecen. Pero tratándose 
de nacionalización de bienes el caso es diferente y los derechos contra el 
Estado no pueden desaparecer. Esos derechos pueden emanar de un 
contrato de aquéllos a que se ha referido el señor NoIff, pero también 
puede suceder que emanen de la venta de un bien que las empresas hayan 
hecho al Estado. En todo caso, afirma, habría que hablar de "el afecta­
do" y no de "los af@ctados". 
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El Honorable Senador señor Miranda considera que la explicación de 
la norma está en la necesidad de ponerse a cubierto frente a los reclamos a 
que pudieran dar origen los convenios con las empresas extranjeras so­
bre asistencia técnica. 

El Honorable Senador señor Fuentealba explica que esta frase se re­
fiere a los afectados por la nacionalización, sean éstos empresas o activida­
des, o sean los terceros dueños de bienes destinados a la explotación de las 
empresas; más adelante se habla de los socios o miembros de las empresas 
nacionalizadas y, por último, hay una norma que se refiere a los ter­
ceros ajenos a las empresas. 

Respecto de los directamente afectados por la nacionalización, la fra­
se es redundante, ya que el afectado por la nacionalización es evidente que 
no tiene otro derecho que hacer valer sino sobre la indemnización. Pero 
respecto de los socios o miembros de las empresas y de los terceros aje­
nos, la situación es distinta. 

El señor Insunza expresa que el alcance de la frase es impedir que 
los afectados por la nacionalización puedan, no obstante recibir la in­
demnización, alegar otros derechos que hubieren tenido provenientes de 
la actividad. Luego, hay que hacer una distinción entre problemas deri­
vados de la relación directa con la empresa nacionalizada, y otros aje­
nos a ella. Por ejemplo, la empresa podría tener un crédito en contra del 
Estado por otro concepto ajeno a la empresa misma; ese crédito no se 
pierde, ya que la frase no se refiere a ello. 

El Honorable Senador señor Fuentealba manifiesta que el defecto de 
la disposición radica en que ella está redactada en forma negativa, y que se 
mejoraría su redacción diciendo: "El afectado sólo podrá hacer valer en 
contra del Estado el derecho a la indemnización». 

Reitera que esta frase se refiere a los nacionalizados y a los terceros 
propietarios de bienes directamente destinados a la explotación de las 
empresas de la Gran Minería, que sean también nacionalizados, y los que 
se quiere establecer es que estas personas sólo puedan hacer valer su de­
recho a la indemnización y ninguno otro. Por eso cree que la frase hay 
que redactarla en forma afirmativa, y se podría decir: "El afectado úni­
camente podrá hacer valer en contra del Estado el derecho a la indenmi­
zación regulada en la forma antes indicada". 

El Honorable Senador señor Bulnes, por su parte, estima que debería 
decirse: "La nacionalización no dará derecho al afectado ... " etcétera. Con 
esta redacción se estaría diciendo que la nacionalización no genera otro 
derecho que la indemnización, pero subsisten los derechos que no emanan 
de la nacionalización. 

El señor Insunza manifiesta que en la forma en que se ha venido 
sugiriendo la redacción de la frase no se extinguen los otros derechos que 
las empresas pudieran hacer valer, y el propósito es que se produzca su 
extinción y que el afectado, en el momento en que es nacionalizada la 
empresa, sólo pueda reclamar el monto de la indemnización. 

El Honorable Senador señor Bulnes piensa que es imposible encontrar 
una redacción que distinga entre el derecho que se va a extinguir por ser 
incompatible con la nacionalización, y el derecho que va a permanecer , 
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por ser compatible con ella. En tal caso, habría que establecer que será 
la ley la que disponga qué derechos quedan extinguidos. La norma ge­
neral será que los derechos en contra del Estado permanezcan, extin­
guíéndose sólo aquellos incompatibles con la nacionalización, como por 
ejemplo, los derivados de los contratos de administración. Esto, natural­
mente, siempre que se nacionalicen bienes, porque si se nacionalizan em­
presas se va a confundir el acreedor con el deudor, desapareciendo la 
obligación. 

El señor Insunza sostiene que se aclara el sentido de la disposición 
redactándola de la manera siguiente: "Los afectados no podrán hacer va­
ler en contra del Estado, en lo que se relaciona con la nacionalización, 
otro derecho que el cobro de la indemnización regulada en la forma an­
tes indicada". 

El Honorable Senador señor Fuentealba, reiterando la necesidad de 
redactar la frase en forma afirmativa, propone finalmente la siguiente re­
dacción: "E1 afectado sólo podrá nacer valer en contra del Estado, en cuan­
to se relacione con la nacionalización, el derecho a la indemnización re­
gulada en la forma antes indicada". 

La proposición del Honorable Senador señor Fuentealba fue aprobada 
por vuestra Comisión. 

A continuación, se pone en discusión la frase siguiente, que dice: 
"Los socios o miembros de la empresa nacionalizada tampoco podrán in­
vocar en la liquidación de sus relaciones jurídicas y económicas otros de­
rechos que los que correspondan a su parte o cuota en dicha indemniza­
ción." 

El Honorable Senador señor Carmona observa que si esta norma se 
proyecta a la disposición decimoséptima transitoria, relativa a las socieda­
des mixtas del cobre, en que los socios son la Corporación del Cobre y las 
empresas extranjeras, va a ocurrir que la norma en debate se va a aplicar 
a Codelco, estableciendo una limitación seria para esta institución. Pre­
gunta al señor N olff si la Corporación del Cobre tiene en este momento, 
en cuanto a socio, otros derechos que, en virtud de esta disposición queda­
rían extinguidos. 

El Honorable Senador señor Fuentealba dice que, a su juicio, en esta 
norma falta una frase, ya que lo que quiere decir es que los socios o miem­
bros de la empresa nacionalizada tampoco podrán invocar en contra del 
Estado otros derechos, pero entre ellos pueden haber muchas clases de 
relaciones jurídicas. 

Los Honorables Senadores señores Bulnes y Carmona estiman que 
esta idea podría refundirse con la frase anterior. 

El senor N olff sostiene que de aceptarse esa propoSIción se volvería 
nuevamente áí problema de los compromisos contraídos por Codelco con 
sus socios al 'firmar los pagarés. Lo que se quiere evitar con esta frase 
es que las empresas extranjeras puedan ejercer acciones contra Codelco. 

El Honorable Senador señor N oemi expresa que a raíz de las palabras 
del señor Nolff le ha surgido una duda. Comprende que se dejen nulos los 
contratos de promesa de compraventa en virtud de esta nacionalización 
y, en consecuencia, se anulen los pagarés que se entregaron para garan-. 
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tizar ews contratos, pero no cree que puedan anularse igualmente los 
pagarés correspondientes al 51 % de las accio:les que se compraron. De­
sea que se le aclare este punto. 

El Honorable Senador señor Bulnes sostiene que argunas de las dificul­
tades que ha tenido que enfrentar la Comisión son la consecuencia de estar 
estableciendo normas permanentes y generales para resolver un caso par­
ticular, como es la nacionalización de la Gran Minería del Cobre. 

El señor Uribe estima que lo que ocurre, tanto en la disposición de­
cimoséptima transitoria como en ésta, es que los pagarés no han sido de­
clarados nulos, sino que han sido también nacionalizados y es por eso 
que los socios y también los terceros no pueden referir sus derechos sino 
al monto de la indBmnización. Ya en esta disposición -advierte- hay 
un indicio de nacionalización de los pagarés, tanto de los que están en 
manos de las empresas, que son los socios a que se refiere la norma, co­
mo de los que están en manos de terceros, a quienes se refiere la frase 
siguiente. 

El señor Insunza expresa que todo el espíritu de esta reforma cons­
titucional está orientado a permitir que la disposición decimoséptima tran­
sitoria, que nacionaliza el cobre, pueda actuar con plena concordancia 
con el texto permanente, ya que esa disposición transitoria reemplaza a 
la ley nacionalizadora del cobre. El precepto que se está analizando, si 
bien se tiende a proyectarlo inmediatamente hacia el cobre, posee no 
obstante un sentido general y permanente, y tiene por objeto que en la 
relación que va a existir al liquidarse la sociedad, entre los socios, los 
derechos alícuotos que ellos tenían en la sociedad se repartirán sólo res­
pecto de la indemnización, sin poder invocar otros derechos. Esa es la 
norma general y permanente. Como en el caso del cobre uno de los so­
cios es el Estado a través de Codelco, se tiende a proyectar la situación, 
lo que oscurece un poco el raciocinio. 

El Honorable Senador señor Carmona considera que se está resolviendo 
para el futuro y en forma permanente un problema que es exclusivamente 
propio de las empresas de la Gran Minería del Cobre. Considera que es­
tas normas rígidas para regular las relaciones de los socios no conviene 
introducirlas en la Carta Fundamnetal, ya que el día de mañana pueden 
nacionalizarse otro tipo de compañías en que no sea prudente aplicarle a 
sus socios estas disposiciones sino otras, por lo que estima que esta ma­
teria debe ser del resorte del legislador. 

El señor Fuentealba manifiesta que para salvar la objeción hecha 
por el señor Carmona y para dejar subsistente en el texto constitucional 
la posibllidad de que legalmente se puedan dictar normas relativas a las 
relaciones entre los socios de las compañías, el precepto en debate podría 
redactarse en los siguientes términos, que son aprobados por la unani­
midad de la Comisión: 

"La ley podrá determinar si en la liquidación de sus relaciones ju­
rídicas y económicas, los :wcios o miembros de la empresa nacionalizada 
podrán invocar o no frente al Estado, o quien lo represente, los derechos 
que les correspondan proporcionalmente en la indemnización.". 
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Finalmente, el señor Presidenfe pone en discusión la última fras·e de 
esta disposición que dice: "Los terceros, en cuanto atañe al Estado, sólo 
podrán hacer valer sus derechos sobre el monto de la indemnización". 

Advierte el señor Presidente que la frase transcrita fue materia de 
varias objeciones en la Sala de la Corporación, especialmente en lo que se 
refiere a los derechos de 103 trabajadores, que podrían verse afectados 
por la norma. 

El Honorable Senador señor Cannona señala que la norma en debate 
es de carácter amplio y general y que su aplicación alcanza a todos los 
tercelOS. El señor Senador examina la situaeión en que quedarían los pro­
veedores habituales de las empresas nacionalizadas y llega a la conclusión 
que de aprobarse en estos términos la oración pertinente, ellos no podrían 
hacer valer los créditos que tienen con las empresas, en otro rubro que 
no sea la indemnización, Igual cosa ocurre, prosigue el señor Carmona, 
con .los derechos de los trabajadores, espeCIalmente los de carácter labo­
ral y previsional. 

Hace pres::mte Su Señoría que al discutir la disposición decimosép­
tima transitoria en el segundo informe reglamentario, la Comisión acor­
dó aprobar una norma de carácter cOllstituci')nal con el objeto de res­
guacdar 10.'1 derechos de los trabajadol'es cupríferos. Le parece a Su Se­
ñOlía que si no se contempla un resguardo similar en esta disposición 
permanente en debate, podría sostenerse que lo aprobado en la norma 
transitoria adolece de inconstitucionalidad por ser contradictoria con el 
texto constitucional permanente. Por esta razón, estima conveniente es­
tablecer el resguardo de los trabajadores de las empresas mineras en 
esta parte de la Carta Fundamental. 

Finalmente, Su Señoría estima que también podría resolverse la si­
tuación en que qUGdarán los terceros ajencs a la empresa o actividad, 
pero dueños de biccllCS que queden comprendidos dentro de la nacionali­
zación. En ests caso y tal cual está redactado el precepto se podría sos­
tener que esos torce, os en cuanto atañe al Estado ~.ólo podrían hacer 
valer sus derechcs sobre el monto de la indemnizacic;n que corresponda 
a la empre~a nacionalizada. 

Es~ima, en consecuencia, la necesidad de resguardar los derechos de 
esos terCETOS a que se ha referido en una forma más conveniente. 

El HOllOrable Sellador señor Miranda señala que El Mensaje y el pro­
y€cto aprohado en el primer informe por esta Ccmisión contenía una 1'8-

dacción dif2rente para la fiase en d2bate. Es así cumo se disponía que los 
terceros acreedores, en cuanto atañe al Estado, sólo podrán hacer valer sus 
derechos sob _ e el monto de la indemnización". Estima que la redacción 
de la norma se refiere incuestionablemente a los terceros tenedores de los 
créditos que el Estado ha suscrito para adquirir las acciones de las em­
presas mineras. 

Estima Su Señoría que la Comisión aprobó una norma más amplia 
en el segundu informe aJ wp 1 imil' la palab'a "acreedores". Sostiene que 
al obrar así y dentro de la filosofía general del proyecto la supresión no 
fue feliz. 

El señor Carmona manifiesta que incluso la t:xpresión "acreedores" 
u~jlizada m el Mensaj e y en el primer informe de la Comisión, daría mo-
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tivo para sostener que los del echos de los trabajadores quedarían afec­
tados por ella. Estima qc18 los trabajad0l8s son acreedores, por ejemplo, 
en cuanto a su iT~di:mllizgci6n por afí;;s de ;':Ervicios. 

El Honoraole Senador s2ñor Miranda plantea la posibilidad de ex­
cluir exprCSar(l~'Et.? de la disposición consLí'.ucional los derechos de los 
traba,iadoles de las emprc~:a3 afectadas por la nacionalizadC:n. 

Señal~l que la ilÜeJ1cióll del pr2cepto es disponer que los terceros 
acreedores, es decir, los que ticm;H en su poder los títulos de crédito con­
tra el Es:ado, dcbCl: q~lLdar limitados al monto de la indemni3ación cuan­
do hagan valer sus derecho;. 

El señor Insullza seíiala que a su juicio no existe inconvellien~e para 
excluir de la di:cpo:~icióll los déTechos de los tlabajadores de la Gran Mi,· 
nc;ría, pues no ha ~ido la btención del Gobierno afectarlos en este pre­
cepto. 

El señcl' N o8Il1i estima qUE la redacción que se le dé al precepto tiene 
que ser en términos facuEa:ivos y no imperativos como en la actualidad, 
ya que de esta manera se p~'l'n~itiría al Ejecutivo una cierta movilidad 
en :::us pagos. 

El ',:ñ~)l' MÍl'aY~c1a 1i1a~lifies:a E'.U acuo' do en que la totalidad del pre­
c;opto quedo l'edactado en fsrma faGuEativa. 

El Honorable S'::nadol' señor Fuentealba propone la siguiente redac­
ció;l para es'a frase final: 

"Asimismo. la lE.r ))odrá establecer que, en cuanto atañe al Estado, 
los terceros con excep2ióll de los trabajadores de las emprOfas nacionaJ)i­
zadas, sólo pUEdan hace~ valel' sus derechos sobre el monto de la indem­
nización" . 

El Honorable Senador señor Bulnes pregunta si de acuerdo a la re­
dacción que se prop::,]1(', el Estado podría discriminar sobre los créditos 
de terceros. No cncue,,":ra claro el precepto, puesto que a su juicio una 
ley podría establsccr qLiO ciertos terceros ha2;an valer sus derechos sobre 
el monto de la indenmiz:?ción y otros no, ya que el legislador no podría 
e,stableccr como r2g1¿: g,x!.·ral que Todos los créditos de terceros se impu­
ten al valor eh la illc,-,:n,lÍzación de la empresa nacionalizada. A su jui­
cío, si el E-ótr,dJ lluci'y"aliza ];03 bienes do la empresa tendrá a(12más que 
hacerse Cal".:!:O el.e determinada:-. dsudas. En consecuencia, estima que d8be­
ría dsja;se cla1'amen'.í~ cs'~abkcido que una ley podrá determinar qué ter­
ceros hanh valer SUE: derEchos sobre el monto de la indemnización y 
cuáles s'C'l'án in,:~c;mEizaJm-: pOl' el Estado. Además de los derechos de los 
trabajadores existen les de ctrn:; personas 8conóinicamente débiles que 
han contratado con la emprS"H y que de ninguna manera pueden quedar 
sujc':os a que nIS créditos S2 paguen con el monto de la indemnización. 
Estima que en edos ca:;0S debe sel el Estado quien afronte eS~os gas­
tos, sobre todo si ha nacionalizado bienes ckl activo de las empresas, 

El IIo';ol'aLle ~)cnad,}' s8íior Fuentealba, interpretando el pensa­
miento del :.~c],cr RuInes, propone redactar la norma facuIcando al legis­
lador para que d8'~ennine cuáleS terceros, con excepción de IJs lrabajado-
1 es, podrán hacer valEr sus der::~chos sobl'8 el monto de la indemnización. 

El, S8ñol' Illsull~a explica que la nOlTHa como está redac~ada implica 
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que todos los créditos, con excepción de los de los trabajadores, deben 
pagarse con la indemnización. 

El Honorable Senador señor Bulnes sostiene que la norma general 
no puede ser que los créditos de terceros se paguen con la indemnización, 
ya que tal principio significaría provocarle la rnina a una serie de perso­
nas que tienen créditos contra la empresa que se nacionaliza. En algu­
nos casos, puede ocurrir que existan créditos en poder de personas que 
sean mucho más débiles que los propios trabajadores, los que sin duda 
quedarían 0n la indefensión. 

El Honorable Senador señor Ibáñez advierte que, a su juicio, se 
produciría una paralización total de las actividades nacionales si se adop­
ta la norma general propuesta por el señor Insunza. 

Sostiene que si todos los créditos que los terceros tienen en contra 
de las empresas nacionalizadas se pagarán a treinta años plazo, ellas 
quedarían privadas de toda clase de servicios. Senala que las empresas, 
mientras más grandes son, necesitan de una mayor cantidad de abaste­
cedores o de entidades independientes que les presten servicios. 

El Honorable Senador señor Bulnes señala que por eso ha sostenido 
que si el Estado nacionaliza el activo de una empresa debe hacerse cargo 
del pasivo y cancelar las deudas a los terceros acreedores. En su opinión, 
ésta debe ser la norma general y la excepción que el tercero haga valer 
sus derechos sobre el monto de la indemnización. Por esta razón estima 
que la disposición debe redactarse en términos que le permitan al Estado 
determinar cuáles deudas las pagará directamente y cuáles las imputará 
al monto de la indemnización. 

De acuerdo a la observación del Honorable Senador señor Bulnes, 
el Honorable Senador señor Fuentealba propone la siguiente redacción, 
la que después de un breve debate es aprobada: 

"Asimismo, la ley podrá, en cuanto atañe al Estado, determinar qué 
terceros, exceptuados los trabaj adores de la actividad o empresa nacio­
nalizada, pueden hacer valer sus derechos sólo sobre la indemnización.". 

Con los acuerdos anteriores, la disposición aprobada per la Comisión 
es del siguiente tenor: 

"e) Intercálase el siguiente inciso nuevo entre los actuales incisos 
quinto y sexto: 

"Cuando se trate de nacionalización de actividades o empresas mine­
ras que la ley califique como Gran Minería, la nacionalización podrá 
comprender a ellas mismas, a derechos en ellas o a la totalidad o parte 
de sus bienes y obligaciones. La nacionalización podrá también extender­
se a bienes de terceros, de cualquier clase, directa y necesariamente des­
tinados a la normal explotación de dichas actividades o empresas. El mon­
to de la indemnización o indemnizaciones, según los casos, podrá determi­
narse sobre la base del costo original de dichos bienes, deducidas las amor­
tizaciones, depreciaciones, castigos y desvalorización por obsolescencia, 
También podrá deducirse del monto de la indemnización el todo o parte 
de las rentabilidades excesivas que hubieren obtenido las empresas na-
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clonalizadas. La indemnización será pagada en dinero, a menos que el 
afectado acepte otra forma de pago, en un plazo no superior a treinta años 
y en las condiciones que la ley determine. El Estado podrá tomar pose­
sión material de los bienes comprendidos en la nacionalización inmedia­
tamente después que ésta entre en vigencia. El afectado sólo podrá hacer 
:valer en contra del Estado, en cuanto se relacione con la nacionalización, 
el derecho a la indemnización regulada en la forma antes indicada. La 
loy podrá determinar si en la liquidación de sus relaciones jurídicas y 
económicas, los socios o miembros de la empresa nacionalizada podrán 
invocar o no freme al Estado, o quien lo represente, los derechos que 
les correspondan proporcionalmente en la indemnización. Asimismo, la 
ley podrá, en cuanto atañe al Estado, determinar qué terceros, exceptua­
dos hs trabajadores de la actividad o empresa nacionalizada, pueden 
hacer valer sus derechos sólo sobre la indemnización.".". 

ARTICULO 29 

Disposición Decimoséptima transitoria. 

NACIONALIZACION DE LA GRAN MINERIA DEL COBRE. 

En el s2gundo informe os propusimos la nacionalización de las em­
presas de la Gran Minería del cobre mediante la incorporación al pleno 
y exclusivo dominio de la Nación de todos los bienes de dichas empresas, 
y un sistema para doterminar la adecuada indemnización que deberá 
pagarse a las Compañías nacionalizadas. 

Como en esa oportunidad dimos amplia información acerca de las 
razones que movieron a vuestra Comisión a modificar el criterio primi­
tivo del Ejecutivo en orden a nacionalizar bienes determinados, nos pa­
rece innece3ario volver sobre este particular. Por lo tanto, circunscribi­
remos este nuevo informe a las modificaciones que os proponemos intro­
ducir al texto anterior y a los fundamentos que justifican dichas enmien­
das. 

Debemos advertiros que la Comisión estudió minuciosamente, tanto 
en su conjunto como en el detalle de sus preceptos, la Disposición transi­
toria de que se trata y, al respecto, os proponemos un nuevo ordenamiento 
del texto a fin hacerlo más claro, preciso y comprensible. 

Cabe advertir que parte importante del mecanismo propuesto no fue 
modificado, pero sí cambiadas de ubicación varias de las disposiciones 
del texto propuesto anteriormente, a fin de dar mayor organicidad a su 
contenido, que indudablemente adolecía de algunos vacíos y defectos. 

El principio fundamental de la nacionalización está expresado en el 
inciso primero que dispone que por exigirlo el interés nacional y en ejer­
cicio del derecho soberano e inalienable del Estado para disponer libre­
mente de sus riquezas y recursos naturales, en conformidad a lo dispues­
to en el artículo 10 N9 109 inciso tercero de esta Constitución Política, 
nacionalízanse y decláranse, por tanto, incorporadas al pleno y exclusivo 
dominio de la nación, las empresas que constituyen la gran minería del 
cobre. 
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El Honorable Senador señor N oemi estima conveniente resolver des­
de luego el problema de la subsistencia de las sociedades mixtas, porque 
al disponerse que todos los bienes pasan al dominio nacional, pareciera 
que dicha declaración involucrara su disolución. 

Se promueve al efecto un debate en el que participan, además del 
Honorable Senador señor Noemi, los Honorables Senadores señores Fuen­
tea Iba y Miranda. 

El Honorable Senador señor Fuentealba funda su posición señalando 
que si bien el concepto "nacionalización" tiene por obj eto, prscisamente, 
incorporar al dominio de la N ación los bienes de las empresas que se na­
cionalicen, no existe incompatibilidad con que otra disposición establez­
ca que las acciones comprendidas en la nacionalización pasarán al domi­
nio de la Corporación del Cobre y de la Empresa Nacional d3 Minería 
en la proporción que el Presidente de la República determine. Sociedad 
que será la continuadora legal de lits empresas nacionalizadas. 

En la parte pertinente de este informe os recomendaremos aprobar 
una norma en tal sentido. 

Frente a las dudas que se plantearon en cuanto a que el Estado es­
taría nacionalizando bienes que ya le pertenecen, el Honorable Senador 
señor Fuentealba señaló 9ue las empresas de la gran minería son perso­
Y!as Jurídic¿ts distintas de los socios indlvidualmcyüe considerados y, por 
lo tanto, no hay inconveniente en adoptar la fórmula de nacionalizar las 
empresas del cobre como tales, ya que dicho procedimiento es:á plena­
mente ajustado a Derecho. 

Por cuatro votos y una abstención, la Comisión aprobó el inciso 
primero de la Disposición transitoria en debate. 

El inciso segundo dispone que en virtud de la norma anterior pasan 
al dominio ~acional todos los bienes de dichas empresas y, especialmen­
te, los necesarios para la explotación de las empresas o actividades seña­
ladas, de que sean dueñas ellas mismas o sus filiales y que determine el 
Presidente de la República. 

Vuestra Comisión, a indicación del Honorable Senador señor Miran­
da, os propone simplificar su contenido, por ser innecesaria la especifica­
ción que allí se hace en atención a que la nacionalización comprende todos 
los bienes sin distinción. 

Enc onsecuencia, os recomendamos aprobar este Íl'lcí:oo con la siguien­
te redacción: 

"En virtud de lo dispuesto en el inciso anterior pasan al dominio 
nacional todcs los bienes de dichas empresas y, además, los de sus filia-
les que determine el Presidente de la Repúbli(}a.". . 

Tanto el señor Nolff como algunos señores Senadores hicieron pre­
sente que la disposición recién aprobada no incluía aquellos bienes de 
terceros que son necesarios para la explotación normal de las empre2as 
mineras, posibilidad que contemplaba el 1\1:cnsaje del Ejecutivo. 

Previo debate en el que intervinieron los Honorables Senadores se­
ñora Campusano y señores Fuentealba, Ibáñez y Miranda, además de los 
Señores Insunza y N olff, se deja constancia que la disposición pertinsnte 
del Mensaje fue eliminada en el primer informe de la Comisión sin que 
'sé presentara indicación para reponerla en la discusión general del pro-
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yecto, por lo cual reglamentariamente no puede considerarse la idea fOl­

mulada, más aún teniendo en cuenta el encargo específico que motiva 
este nuevo informe de vuestra Comisión. 

A mayer abundamiento, la letra a) del Mensaje que contemplaba la 
idea, fue refundida en el segundo informe en el inciso recién aprobado, 
como consei?uencia de reemplazarse el sistema de nacionalización de bie­
nes determinados pcr el de nacionalización de las empresas de la Gran 
Minería del cobre. 

A continuación, y por cuatro votos y una abstención, del señor Ibá­
ñez, se aprueba el inciso tercero que dispone que: • 

"El Estado tomará posesión material inmediata de estos bienes una 
vez que enbe en vigencia la presente disposición.". 

El Honorable Senador señor Ibáñez fundó su voto expresando que, a 
su juicio, no pueden dictarse disposiciones constitucionales respecto de 
las cuales pueden presentarse circunstancias, incluso físicas, que no per­
mitan cumplirlas. Lo lógico es, agrega Su Señoría, que en este tipo de 
disposiciones se com:agl'en Hormas sólo de carácter facultativo. 

A ccntinuación, se entra a discutir y votar las normas para la na­
ciOIlalizac:ión y la determina¡jón de la adecuada indemnización. 

Se formula un extenso debate, en el que inte~ vienen los Honorables 
Senadores señoreS Carmona, Fuentealba, Ibáñez y Miranda, además de 
los seriores Insunza y N olff, sClbre la correcta ubicación de las letras que 
contiene el inciso en discusión, sobre tolo respecto a la oportunidad en 
que puede el Presidente de la República hacer uso de la facuIt:ad que se 
le concede en orden a deduí:ir de la indemnización las rentabilidades ex­
cesivas de las empresas nacionalizadas. 

Se acuerda, en definitiva, traiar la disposición en el siguiente or­
den: 

1.-Competencia de la Contraloría General de la República para fi­
j al' la indemnización y plazo en que deberá cumplir su cometido; 

2.-N ormas a que deberá suj etarse la Contraloría para determinar 
el monto de la indemnización; 

3.-Facultad al Presidente de la República para hacer las deduccio­
nes por rentabilidades excesivas; 

4.-Resolución de la Contralol'ía sobre el monto de la indemnización; 
5.-Apelación de la resolución do la Contraloría ante un Tribunal 

Especial, al que podrán recurrir tanto el Estado como los afectados, y 
6.-Decreto del Presidente de la República fijando el monto definiti­

vo de la indemnización, dentro del plazo de 5 días de ejecutoriada la re­
solución. 

De acuerdo con lo anterior, las normas a que deberá sujetarse la 
Contralol'Ía para determinar la indemnización, contempladas en los in­
cisos primero y tercero de la letra b) Y en la letra c) pasan a formar 

" parte de la letra a) como incisos cuarlo, quinto y sexto, respectivamen-
te, de esta última. 

Como letra b), queda la norma que faculta al Presidente de la Re­
pública para deducir las rentabilidades excesivas y como letra c) lo re­
lativo al Tribunal de apelación. 



2200 DIARIO DE SESIONES DEL SENADO 

Sin embargo, se aprueban los tres primeros incisos de la letra a) del 
s€gundo informe, que se refieren, respectivamente, a la competencia de 
la Contraloría para fijar el monto de la indemnización, a las facultades 
especiales que se le otorgan para cumplir su cometido y al plazo para 
dictar la resolución resp2civa. 

En seguida, se aprueba el inciso primero de la letra b), que pasa 
a ser inciso cuarto de la letra a). Su tenor es el siguiente: 

"Las empresas afectadas por la nacionalización tendrán como úni­
co derecho una indemnización cuyo monto será el valor de libro al 31 de 
diciembre de 1970, deducidas las l'evalorizaciol1es efectuadas por dichas 
empresas o sus antecesoras con posterioridad al 31 de diciembre de 1964 
y los valores que sean determinados confol me a lo dispuesto en los incisos 
siguien tes.". 

En cuanto al "valor de libro", el señor N olff expresa que en térmi­
nos económicos y contables éste comprend0 el total del activo, menos de­
terminadas partidas del mismo activo, cemo son las revalorizaciones y 
los dividendos provisorios, con lo que se obtiene el activo neto, al que se 
deduce el pasivo exigible y el transÚorio. En otras palabras, señala, el 
valor de libro se obtiene restandél del activo neto el pasivo final. 

Agrega que la Superintendencia de Bancos emplea un sistema dife­
rente con el cual se llega al mismo resultado. El método de esa Superin­
tendencia es a la inversa, ya que considera como valor de libro el capital 
pagado y reservas de la Sociedad, más la utilidad líquida o menos la pér­
dida del ejercicio en su caso y menos el activo transitorio y el activo no­
minal en la medida que éstos no constituyan inversiones efectivas. 

También se aprueban como incisos quinto y sexto las disposiciones 
ya señaladas de las letras b) y c), con el siguiente tenor: 

"En cOJ1formidad a lo dispues'o en el inciso cuarto del N9 10 del ar­
tículo 10 no habrá lugar a indemnización alguna por los derechos sobre 
yacimientos mineros. Dich03 derechos serán inscritos sin otro trámite a 
nombre del Estado. 

Se descontará de la indemnización que se calcule el valor de los bie­
nes que el Estado no reciba en buenas condiciones de aprovechamiento, 
de los que se entreguen sin sus derechos a servicios, atención de repara­
ciones y repuesto,:, y de los estudios, prospecciones y demás bienes inma­
teriales indemnizables que se entreguen sin todos los títulos, planos, in­
formes y datos que permitan su pleno aprovechamiento.". 

En cuanto al inciso quinto antes transcrito se acordó, a indicación 
del Honorable Senador señor Miranda, suprimir la siguiente frase que 
contenía el texto del segundo informe: ", sea que pertenezcan a las per­
sonas o empresas que han llevado a cabo la explotación o a terceros", por 
ser contradictoria con lo aprobado en el texto permanente de la Cons­
titución que establcce que el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e impresCl'iptible de todas las minas. 

En relación con el inciso sexto, el Honorable Senador señor Ibáñez 
manifiesta que debe establecerse algún límite razonable a esta disposi­
ción, especialmente en lo que se refiere a "estudios, prospecciones y demás 
bienes inmateriales indemnizables". 
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Con este motivo se promueve un largo debate en el que participan, 
además del Honorable Senador señor Ibáñez, los Honorables Senadores 
señora Campusano, y señores Carmona, Fuentealba y Miranda, y los seño­
res Insunza y Nolff. 

En seguida y a indicación del Honorable Senador señor Carmona, 
se acuerda suprimir el inciso segundo de la letra c) propuesto en nuestro 
segundo informe, por existir una contradicción con el inciso primero 
de la misma norma, que ha pasado a ser inciso sexto de la letra a). Pero 
las ideas que se consagran en el inciso que se elimina pasan a incorporarse 
como incisos nuevos a la letra g) del segundo informe que dispone que 
"Se mantienen los derechos del Fisco para revisar, conforme a la ley, 
todas las operaciones, importaciones, exportaciones, documentación y 
contabilidad de las empresas cupríferas, a fin de fiscalizar y exigir el 
pleno cumplimiento de las obligaciones legales que las afectan y perse­
guir las responsabilidades que pudieran recaer sobre ellas. Los' saldos 
acreedores que resulten a favor del Fisco por este concepto serán des­
contados de la indemnización.". 

En consecuencia, a la disposición trañscrita, que pa2a en definitiva 
a ser letra f), se le agregan los siguientes incisos: 

"Asimismo, se mantienen los derechos del Fisco para comprobar la 
existencia, estado y condiciones de aprovechamiento de los bienes expro­
piados. Los defectos que en estos aspectos se comprueben darán origen 
a la aplicación de la regla del inciso final de la letra a) o a un descuento 
en la indemnización, en su caso. 

Las cuentas por cobrar que no sean cubiertas a su vencimiento por 
sus respectivos deudores, serán descontadas de las cuotas inmediatas que 
hayan de pagarse como indemnización.". 

El Honorable Senador señor Ibáñez manifiesta su abstención res­
pecto de este último inciso, recién transcrito. 

A continuación, y sin debate. se aprueba la letra h) del segundo 
informe, que pasa en definitiva a ser letra g). 

Su tenor es el siguiente: 
"El monto de las cuotas de indemnización podrá ser compensado eon 

las deudas que las empresas nacionalizadas tuvieren con el Fisco, con or­
ganismos del Sector Público o con instituciones de previsión que fueren 
líquidas y exigibles a la fecha del l}ago de las respectivas cuotas.". 

La letra d) de la disposición que' os propusimos aprobar en el se­
gundo informe, establr:ce que la indemnización se pagará en el plazo de 
treinta años, contado desde el primero de enero del año siguientes a aquél 
eH que quede fijado definitivamente su monto. El servicio de la deuda 
se hará en cuotas anuales o semestrales f,ucesivas e iguales con un inte­
rés del tres por ciento anuaL La indemnización será pagadera en dine­
ro, a menos que las empresas nacionalizadas acepten otra forma de pagó. 

El Honorable Senador s:ñor Calmona propuso facultar al Presiden­
te de la República para fijar el plazo, interés y forma de pago de la in­
demnización, fijándosele por el Legislador una pauta en el sentido de 
que el plazo no podrá ser superior a treinta años ni el interés inferior al 
3 % anuaL Dicha proposición motivó un extenso debate sobre si debe ser 
la Contraloría la que fije el plazo e interés con que se va a pagar la in-
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demnización a las emprecas nacionalizadas o si, por el contrario, deb2 
otorgarse tal facultad al Presidente ue la República. 

En el debate intervinieron, además del Honorable Senador señor 
Carmona, los Honorables Senadores señores Fuentealba, Ibáñez y N02-

mi, como también el señor Ministro de Minería y los señores Insunza y 
Nolff. 

Finalmente, la Comisión aprobó las siguientes ideas: 
a) Hacer flexible la norma, disponiendo que el plazo no podrá ser 

superior a treinta años ni el interés inferior al 3 íó anual; 
b) Facultar al Presidente de la República pa:a fijar por Decreto 

Supremo el plazo, interés y forma de pago de la indemnización. 
Esta idea fue aprobada con la abstención del Honorable Senador se­

ñor Ibáñez, quien estimó inconveniente y delicado entregar al Jefe del 
Estado tal facultad sin que al mismo tiempo se le fijen por el Legisla­
dor pautas claras y obj etivas de procedimiento, y 

c) La indemnización será pagadera en dinero, a menos que las em­
p~esas nacionalizadas acepten otra forma de pago. 

Como consecuencia de b aprobado por vuestra Comisión, la Contra­
loría General de la República sé lo determinará el monto de la indemniza­
ción y no el plazo, interés y forma de pago, que quedan entregado;; a la 
determinación del Presidente de la Repúb!ica. 

En seguida, se pone en discusión la parte de la letra b) dd segundo 
informe, que faculta al Presidente de la República para deducir del mon­
to de la indemnización las rentabilidades excesivas que las antecesoras 
de las empresas nacionalizadas hubieran devengad~) anualmeJlte sobre la 
rentabilidad normal que hayan obtenido en el conjunto de sus operaciones 
internacionales a partir de la vigencia de la ley N9 11.828, incluidas las 
de sus filiales y subsidia" ia'3. Asirnismo, esa disposición, facul~a al Pre­
sidente de la República para aplicar las normas convenidas entre el Estado 
y las empre~as nacionalizadas sobre dividendos preferenciales en favor 
de la Corporación del C~)bre, cuanc'io el precio del metal haya subido de 
los niveles que esas mismas nermas establecen, a contar desde la fecha de 
constitución de dichas empresas. • 

Sobre esta materia hubo amplios dsbates algunos de los cuales se 
realizaron en sesión reciente y C~ll1stan en el acta respectiva. Por eso, 
no nos vamos a referir a lo que podría entenderse por rentabilidades ex­
cesivas ni a cuánto ascendería teó: icamente la deducción, circunscribien­
do nuestro informe solamente a I esumir 108 acuerdos de la Comisión. 

En primer lugar, el Honorable Senador señor Miranda estimó que 
la posibilidad de deducir las ren tabilidades excesivas de la indemniza­
ción, debe aplicarse tanto a las empresas nacionalizadas cemo a sus an­
teceSol'as, tal como se aprobó en el primer informe de la Comisión, pa'a 
lo cual propuso refundir en una sola la facultad del Presidente de la Re .. 
pública para deducir las rentabilidades excesivas y la referente al sobre­
precio. 

Por su parte, el señOl N olff cree conveniente suprimir aquella parte 
de la disposición que se refiere a las filiales y subsidiarias de las empre­
sas nacionalizadas, ya que de mantenerse obligaría a la Contraloría Ge­
neral de la República a efectuar una serie de cálculos que complicarían 
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él procedimiento. También cree el señor N olff que debe eliminarse la fa­
cultad que se otorga en relación con los dividendos preferencial es desde 
el momento en que se consLituyenJll las Sociedades Mixtas, porque la su­
ma que ésto representa es muy pequeña. Por lo demás, agregó el señor 
N olff, basta con una norma general que faculte al Presidente de la Re­
pública para efec'~ual' deducciones por' concepto de rentabilidades excesi­
vas, ya que el sobreprecio viene a constituir una forma específica de so­
brerrelltabilidad, por lo que aparecería aplicándose la misma idea concep­
tual dos veces. 

El Honorable Senador señor Ibáñez fundó su voto contrario a otor­
gar esta facultad, en que dichas utilidades fueron legítimas; que se han 
percibido de acuerdo a normas legales vigentes al momento de obtener­
las y que se han devengado los impuestos correspondientes. Además, agre­
gó, los ac~mdes pIopietarios pueden ser diferentes de. los que percibie­
ron esas utilidades, por lo que no le parece justo ni equitativo que se ha­
gan, CCbrOE) rciroactivcs sobre utilidades que, al percibirse, eran consi­
deradas perfectamente legítimas. 

Después de un amplio debate en el que participaron los Honorables 
Senadores señores Carmona! Fuen'Lealba, Ibáñez, MiraJ:lda y Noemi, y los 
señores Insunza y Nolff, la mayoría de la Comisión formada por los Ho­
norables Senadores señores Carmona, Fuentealba, Luengo y Miranda, 
adoptó los siguientes acuerdos: 

l.-Facultar al Presidente de la República para deducir las renta­
bilidades 8xcesivas que las empl esas nacionalizadas y sus antecesoras hu­
bieran devengado. 

La idea para incluir también a las empresas nacionalizadas en la dis­
posición de que se trata fue propuesta, como se dijo anteriormente, por el 
Honorable Senador señor Miranda; 

2.-Eliminar a las filiales y subsidiarias; 
3.-Establecer la facultad al Presidente de la República para dedu­

cir el todo o parte de las rentabilidades excesivas. Esta idea se aprobó 
a proposición del Honorable Senador señor Carmona con el obj eto de dar 
mayor flexibilidad a la autorización que se otorga al Presidente de la 
República; 

4.-Incluir la idea de que la rentabilidad excesiva podrá compren­
der, además, el sobreprecio que las empresas hayan obtenido por venta 
del metal. Esta idea fue propuesta por el Honorable Senador señor Car­
mona y apoyada por los Honorables Senadores señores Fuentealba y Mi­
randa; 

5-.-Establecer que el Presidente de la República practica.rá las de­
ducciones que se le faculta hacer, antes de que la Contraloría General 
fije el monto de la indemnización, a cuyo efecto la norma aprobada co­
mienza diciendo que se faculta al Presidente de la República para dispo­
ner' que la Contraloría, al calcular 111 indemnización, deduzca el todo o 
parte de las rentabilidades excesivas. 

Esta idea fue aprobada a proposición del Honorable Senador señor 
Carmona. y 

6.-Señalar que el Presidente de la República deberá ejercer esta fa­
cultad y comunicar a la Contraloría su decisión sobre el monto de las de-
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ducciones anteriores, dentro del plazo de 30 días de requerido por aqué­
lla. Vencido este plazo, haya o no hecho uso de su facultad el Presidente 
de la República, la Contraloría resolverá sin más trámite sobre el monto 
de la indemnización. 

Esta idea fue aprobada a proposición de Honorable Senador señor 
Fuentealba. 

Todos los acuerdos anteriores fueron adoptados con el voto en contra 
del Honorable Senador señor Ibáñez. 

En seguida, se considera lo relacionado con el Tribunal de apelación 
a que se refiere la letra i) del segundo informe. Establece esta disposi­
ción que: "En contra de la resolución que determine la indemnización, ~po­
drán apelar el Estado y los afectados ante un Tribunal compuesto por un 
Ministro de la Corte Suprema designado por ésta, que lo presidirá, por un 
miembro del Tribunal Constitucional designado por éste, el Presidente del 
Banco Central, el Director Nacional de Impuestos Internos y el Vice­
presidente de la Corporación de Fomento de la Producción. Este Tribunal 
apreciará la prueba en conciencia y fallará conforme a derecho, en única 
instancia y sin ulterior recurso. N o procederá el recurso de quej a. Tam­
poco tendra aplicación respecto de este Tribunal lo dispuesto por el ar­
tículo 86 de esta Constitución.". 

Después de un debate en que participaron los Honorables Senadores 
señores Carmona, Fuentealba y Miranda, así como el señor Ministro de 
Minería y el señor Insunza, se aprobaron las siguientes ideas que tienden 
más bien a completar la disposición que a introducirle enmiendas: 

A.-Disponer que la resolución de la Contraloría General de la Re­
pública que determine la indemnización deberá publicarse en el Dario 
Oficial; 

B.-Establecer que dentro del plazo de 15 días, contado desde la pu­
blicación anterior, tanto el Estado como los afectados podrán apelar de la 
resolución dictada por la Contraloría, y 

C.-Una vez ejecutoriada la resolución que determine la indemniza­
ción, deberá remitirse copia de ella al Presidente de la República dentro 
del plazo de cinco días, a fin de que éste fije por Decreto Supremo su mon­
to definitivo en conformidad a lo señalado en dicha resolución. 

A solicitud del Honorable Senador señor Miranda, se acuerda dejar 
constancia que el Tribunal de apelación sólo tendrá competencia para re­
visar el monto de la indemnización, pero en ningún caso, podrá prever el 
plazo, interés y forma de pago de la indemnización que fije el Presidente 
de la República por Decreto Supremo. 

A petición del señor Insunza y después de un breve debate, se acuer­
da dejar constancia de que la apelación debe ser fundada. 

Como consecuencia de la facultad tan amplia que se otorga al Jefe 
del Estado para fijar las condiciones de pago de la indemnización, dentro 
de los límites, por supuesto, que le señala el Constituyente en relación al 
plazo máximo e interés mínimo, se elimina también aquella parte de la le­
tra d) de nuestro segundo informe que establece que el plazo para pagar la 
indemización deberá contarse a partir del 1 Q de enero del año siguiente 
a aquél en que quede fijado su monto. 



SESION 37~, (ANEXO DE DOCUMENTOS) 2205 

En cuanto a las normas que rigen la composición del Tribunal de 
apelación, y las demás relacionadas con la prueba, el fallo y la improce­
dencia de recursos en contra de él, se acordó recomendaros aprobar la 
disposición tal como fue despachada en el segundo informe. 

La letra i) que se refería a esta materia pasa a ser letra c) en e~ 
nuevo ordenamiento que se dio a la Dispocisión Decimoséptima en debate. 

La letra e) de nuestro segundo informe dispone lo siguiente: 
"e) Los socios o accionistas de las empresas nacionalizadas no ten­

drán otros derechos que hacer valer, sea en contra del Estado, sea recí­
procamente entre ellos que el de percibir la cuota o parte proporcional 
que les corresponda dentro de la indemnización que reciban las respec­
tivas empresas. 

Por consiguiente, los derechos derivados de las estipulaciones sobre 
precio de compraventa de acciones que se convinieron para constituir 
las sociedades mineras mixtas del cobre, sólo podrán hacerse efectivos 
en dicha indemnización reducidos proporcionalmente a ella y en la mis­
ma forma y condiciones de pago. Quedan sin efecto las estipulaciones 
sobre precios de promesas de compraventa convenidas con socios de las 
sociedades mixtas, su forma y condiciones de pago y las obligaciones 
principales y accesorias destinadas a constituir o a facilitar la opera­
ción de las sociedades mixtas en que participan la Corporación del Co­
bre y compañías extranjeras y las que provienen de su constitución o 
actual integración, en cuanto pudieran otorgar a los socios o accionistas 
de las empresas nacionalizadas más derechos que los indicados en el in­
ciso precedente. Igualmente quedan sin efecto los contratos de asesoría 
y de administración celebrados por las sociedades mixtas. 

N o obstante, las utilidades percibidas por la Corporación' del Cobre, 
los tributos y demás obligaciones cumplidas por esas sociedades mixtas 
conforme a la ley o a los acuerdos por ellas celebrados, no darán 
lugar a reembolso alguno. Los pagos que la Corporación del Co­
bre, la Corporación de Fomento de la Producción o el Estado de Chile 
han efectuado o llegaren a efectuar por precio de acciones adquiridas por 
organismos chilenos o en virtud de las garantías estipuladas para dicha 
obligación de pago de precio, se imputarán, en todo caso, a la indemni­
zación que establece esta disposición decimoséptima transitoria, en la 
forma que indica el inciso final de la letra c).". 

El Honorable Senador señor Fuentealba expresa qúe el inciso pri­
mero de esta disposición no es sino el ej ercicio de la norma constitucio­
nal establecida en la letra c) permanente, en aquella parte que dice que 
l~ ley podrá determinar que en la liquidación de sus relaciones jurídicas 
y económicas los socios o miembros de la empresa nacionalizada podrán 
invocar o no frente al Estado o quien 10 represente, los derechos que les 
correspondan proporcionalmente en la indemnización. En esta norma 
transitoria, agrega Su Señoría, el Legislador hace aplicación de esa dis­
posición, determinado que en sus relaciones jurídicas los socios solamen­
te podrán hacer valer en contra del Estado o respecto de ellos mismos, 
el derecho a percibir la cuota o parte proporcional que les corresponda 
dentro de la indemnización que reciban las respectivas empresas. En 
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otras palabras, señala, lo que se establece es que los derechos de los so-o 
cios o accionistas sólo pueden hacerse efectivos sobre el monto de la in­
demnización. 

En cuanto al inciso segundo de la disposición transcrita, el señor 
Fuentealba expresa que cuando se constituyeron las Sociedades Mixtas 
del Cobre, la negociación se hizo sobre la base de la adquisición del 51 % 
de las acciones, mediante un contrato de compraventa cuyo precio se 
pagó con una serie de documentos, algunos de los cuales ya están nego­
ciados. De acuerdo con las reglas generales de la compraventa, si queda 
un saldo de precio pendiente, el vendedor pasa a ser acreedor de dicho 
saldo, pero la compraventa queda perfecta y nada impide que opere la 
traslación del dominio correspondiente. Ese vendedor que pasa a ser 
acreedor por el saldo, puede de acuerdo con las normas generales de De­
recho hacer efectivo su crédito no sólo sobrB bienes determinados que 
puedan haberse dado en garantía especial, sino sobre todos los bienes del 
deudor en virtud del derecho de prenda ganeral de los acreedores, que 
consagra el artículo 2.465 del Código Civil. En virtud de esa disposición, 
los derechos de crédito facultan a los acreedores para perseguir todos 
los bienes del deudor, con excepción de los inembargables. 

En conformidad con dicho derecho de prenda general, las Compa­
ñías acreedoras podrían hacer efectivo el cobro de esos documentos y de 
sus créditos por el saldo de precio sobre todos los bienes del deudor, en 
este caso, la Corporación del Cobre. Lo que establece el inciso segundo 
de la letra e), en debate, constituye una regla de excepción, puesto que 
limita el derecho de prenda general del acreedor, permitiéndole que sólo 
haga efectivo su crédito sobre el monto de la indemnización. 

En el primer informe, agrega, se aprobó prácticamente sin discu­
sión, la proposición del Ejecutivo que dejaba sin efecto las estipulacio­
nes sobre precio de compraventa o precio de promesa de compraventa 
de acciones. Señala Su Señoría que él rechazó esa idea, porque al quedar 
sin efecto las estipulaciones sobre precio queda también sin efecto la 
compraventa misma, por ser el precio uno de sus elementos esenciales. Y 
si quedaba sin efecto la compraventa, las acciones volvían a pasar a las 
empresas extranjeras. Sin embargo, como se expresó en esa oportuni­
dad el propósito era el de establecer que los acreedores del saldo 
de precio solamente pudieran ejercer sus créditos sobre el monto de 
la indemnización. Por ello, Su Señoría propuso esta nueva redacción 
contenida en la letra e) del segundo informe, que no deja sin efecto el 
precio de la compraventa ni el contrato mismo, sin que, reconociendo la 
existencia y validez de las compraventas, establece, sin embargo, que el 
derecho que tiene el acreedor respecto de su crédito, solamente lo podrá 
hacer efectivo sobre el monto de la indemnización. 

En atención a estas observaciones, estimó Su Señoría que la prime­
ra parte del inciso debe ser aprobada. Por lo demás, agrega, su texto es­
tá en plena concordancia con lo que se ha establecido en la norma per­
manente de la Constitución recién. 

Con respecto a las promesas de compraventa, Su Señoría está de 
acuerdo de dejarlas sin efecto, ya que esas promesas de compraventa 

I 
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son contratos que todavía no están en vías de ejecución, tienen plazos en 
que debe ejercerse la opción, y como el Estado se anticipa ahora a nacio­
nalizar, es lógico que en virtud de la nacionalización esos contratos que­
den sin valor, porque el objeto de la promesa de compre venta ya no va 
a estar en manos del promitente vendedor sino que va a pasar a manos 
del Estado. 

Considera Su Señoría que es conveniente tratar conjuntamente con 
la disposición que etá en debate, la letra f) del proyecto del segundo in­
forme que apEca una norma idéntica respecto de los terceros. 

En relación con esta materia y, especialmente, a lo que se refiere a 
la situación jurídica de los documentos girados con cargo al precio del 
51 % de las acciones y con la subsistencia de las Sociedades Mixtas, se 
promovió un interesante debate que en su mayor parte se verificó en 
sesión secreta de la Comisión, cuya versión acompañamos adjunta para 
conocimiento de los señores Senadores. Dicha versión contiene algunas 
materias que no son en absoluto reservadas, pero que para la debida 
comprensión del debate, deben formar parte de una sola unidad, porque 
,de lo contrario su lectura sería dificultosa y en muchos casos ininte­
ligible. 

Intervinieron en la discusión los Honorables Senadores señores Car­
mona, Fuentealba, Miranda y N oemi, y los señores Inzunza, N olff Y 
Uribe. 

Cerrado el debate, se aprueba el inciso primero de la disposición que 
se refiere a la situación de los socios o accionistas en las empresas. 

En seguida, se aprueba con algunas enmiendas de redacción, desti­
nadas a hacer más clara y precisa su comprensión, la primera oración del 
inciso segundo, que queda como sigue: 

"Por consiguiente, los derechos derivados de la estipulaciones sobre 
precio de compraventa de acciones que se convinieron para constituir 
las sociedades mineras mixtas del cobre, sólo podrán hacerse efectivos 
en la indemnización reducidos proporcionalmente a ésta y en la misma 
forma y condiciones establecidas para su pago.". 

A continuación, se considera la segunda oración de este inciso que 
dice: "Quedan sin efecto las estipulaciones sobre precios de promesas de 
compraventa convenidas con socios de las sociedades mixtas, su forma 
y condiciones de pago y las obligaciones principales y accesorias desti­
nadas a constituir o a facilitar la operación de las sociedades mixtas Gn 
que participan la Corporación del Cobre y compañías extranjeras y las 
que provienen de su constitución o actual integración, en cuanto pudíe­
ran otorgar a los socios o accionistas de las empresas nacionalizadas más 
derecbos que los indicados en el inciso precedente.". 

La Comisión estimó conveniente proponeros modificar esta frase 
demasiado amplia y ambigua, y que incluso impediría a las Sociedades 
Mixtas, a su continuadora legal o al Estado, dar cumplimiento a una se­
rie de obligaciones ajenas a la nacionalización misma, por otra referida 
exclusivamente a las estipulaciones sobre precio de promesas de compra­
venta convenidas con socios de las Sociedades Mixtas y a las obligacio­
nes prinCipales y accesorias originadas en dichas promesas. 
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Por la misma razón se suprime la frase .que dice "y las que provie­
nen de su constitución o actual integración,". 

A continuación, se aprueba la última frase del inciso segundo de la 
letra e) en debate que dice: "Igualmente quedan sin efecto los contratos 
de asesoría y de administración celebrados por las sociedades mixtas.". 

En cuanto al problema relacionado con los terceros, se acuerda refe­
rirlo a los directamente afectados con la nacionalización, o sea a aqué­
llos que han sucedido en sus derechos a los socios, accionistas o contra­
tantes, sea como cesionarios, endosatarios o a cualquier otro título. En 
consecuencia, no a cualquier tercero se aplica la disposición, sino preci­
samente a los causahabientes de los derechos de los socios como serían, 
por ejemplo, los actuales tenedores de los documentos de crédito emiti­
dos en pago de obligaciones. 

En todo caso, los pagos que deba efectuar el Estado se deducirán de 
las cuotas inmediatas de la indemnización respectiva. 

Además, se aprobó la idea, tal como se contemplaba en el inciso se­
gundo de la letra f) del proyecto de nuestro anterior informe, de que el 
Estado no se hará cargo de deudas cuyo valor no haya sido invertido 
útilmente a juicio del Presidente de la República. 

Los dos incisos de la letra f) a que acabamos de referirnos, pasan a 
formar parte como incisos finales de la letra e) del proyecto del segundo 
informe, la que en definitiva y dentro de la nueva estructura de la Dis­
posición Decimoséptima tral)sitoria, queda como letra h). 

Asimismo, se dio por aprobado el inciso tercero de la letra e) del 
segundo informe que, como recién se informó, ha pasado a ser letra h). 
El inciso aprobado es del tenor siguiente: 

"Las utilidades percibidas por la Corporación del Cobre, los tribu­
tos y demás obligaciones cumplidas por esas sociedades mixtas conforme 
a la ley o a los acuerdos por ellas celebrados, no darán lugar a reembol­
so alguno. Los pagos que la Corporación del Cobre, la Corporación de 
Fomento de la Producción o el Estado de Chile han efectuado o llegaren 
a efectuar por concepto de precio de acciones adquiridas por organismos 
chilenos o en virtud de las garantías estipuladas para dicha obligación 
de pago de precio, se imputarán, en todo caso, a la indemnización que es­
taLlece esta disposición decimoséptima transitoria, en la forma que in­
dica el inciso final de la letra f) .". 

En seguida, ¡;e trató el problema de la disolución o subsistencia de 
las Sociedades Mixtas, sobre el cual os dimos amplia información en las 
páginas 46 a 48 de nuestro segundo informe. 

Después de un amplio debate en el que participaron los Honorables 
Senadores señores Carmona, Fuentealba, Miranda y N oemi, el señor Mi­
nistro de Minería y los señores Insunza, N olff y Uribe, se aprobó una 
proposición del Honorable Senador señor Fuentealba la que después de 
sucesivas modificaciones de redacción quedó con el siguiente texto, que 
pasa a ser inciso primero de la letra i), nueva: 

"El capital de las empresas nacionalizadas, pasa al dominio de la 
Corporación del Cobre y de la Empresa Nacional de Minería, en la pro­
porción que fije el Presidente de la República por Decreto Supremo. En 
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consecuencia, dichas instituciones son los únicos socios en las sociedades 
afectadas por la nacionalización. Las sociedades así integradas son las 
continuadoras legales de las empresas nacionalizadas.". 

Motivo, también, de amplia discusión fue la letra k) del segundo in­
forme que faculta al Presidente de la República para dictar las normas 
relativas al régimen transitorio y permanente de administración y ex­
plotación de las empresas afectadas por la nacionalización, sin perjuicio 
de las facultades que la ley vigente otorga a la Corporación del Cobre. 
Para este efecto, podrá crear las empresas o servicios que estime ne­
cesarios. 

En el criterio de los Honorables Senadores señores Carmona y Fuen­
tealba esta disposición debiera ser rechazada por constituir una norma 
incompatible con lo recién aprobado. Sin embargo, después de una se­
rie de observaciones formuladas principalmente por los señores Insunza 
y N olff, se acuerda facultar al Presidente de la República para dictar 
las normas necesarias para coordinar el régimen de administración y 
explotación de estas empresas. 

Esta disposición facultativa iría como inciso segundo de la letra i) 
nueva aprobada anteriormente, con lo cual queda suprimida la letra k) 
en debate. 

Se adjunta a este informe y constituye parte integrante del mismo 
un anexo con la parte del Acta relacionada con la discusión de la nueva 
letra i) recién aprobada. 

Con algunas enmiendas de redacción propuestas por el Honorable 
Senador señor Carmona y que tiene su fundamento en la subsistencia 
de las empresas nacionalizadas, os proponemos aprobar la letra 1) rela­
cionada con los derechos de los trabaj adores del cobre, la que en este nue­
vo informe queda como letra j). 

Finalme;:te, la letra m) del proyecto del segundo informe, relativa 
a la mantención de los beneficios que actualmente tienen determinadas 
provincias y Municipalidades del país, como consecuencia de los impues­
tos que gravan a las utilidades de la Gran Minería del Cobre, para a ser. 
letra k), sin modificaciones. 

En mérito de los antecedentes expuestos, vuestra Comisión de Cons­
titución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomen­
daros la aprobación de la letra c) del artículo 19 y de la Disposición De­
cimoséptima transitoria contenida en el artIculo 29, del proyecto de Re­
forma Constitucional propuesto en nuestro segundo informe, en la forma 
que en seguida se indica: 
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Artículo 29 

Letra c) 

Sustituirla por .la siguiente: 
"c) Intercálase el siguiente inciso nuevo entre los actuales incisos 

quinto y sexto: 
"Cuando se trate de nacionalización de actividades o empresas mi­

neras que la ley califique como Gran Minería, la nacionalización podrá 
comprender a ellas mismas, a derechos en ellas o a la totalidad o parte 
de sus bienes y obligaciones. La nacionalización podrá también exten­
derse a bienes de terceros, de cualquier clase, directa y necesariamente 
destinados a la normal explotación de dichas actividades o empresas. El 
monto de la indemnización o indemnizaciones, según los casos, podrá 
determinarse sobre la base del costo original de dichos bienes, deducidas 
las amortizaciones, depreciaciones, castigos y desvalorización por obso­
lescencia. También podrá deducirse del monto de la indemnización el to­
to o parts de las rentabilidades excesivas que hubieren obtenido las em­
presas nacionalizadas. La indemnización será pagada en dinero, a me­
nos que el afectado acepte otra forma de pago, en un plazo no superior 
a treinta años y en las condiciones que la ley determine. El Estado podrá 
tomar posesión material de los bienes comprendidos en la nacionaliza­
ci5n inmediatamente después que ésta entre en vigencia. El afectado só­
lo podrá hacer valer en contra del Estado, en cuanto se relacione con la 
nacionalización, el derecho a la indemnización regulada en la forma an­
tes indicada. La ley podrá determinar si en la liquidación de sus rela­
cioneS jurídicas y economómicas, los socios o miembros de la empresa 
nacionalizada podrán invocar o no frente al Estado, o quien lo represen­
te, los derechos que les correspondan proporcionalmente en la indemni­
zación. Asimismo, 18. it::y podrá, en cuanto atañe al Estado, determinar 
qué tercsros, exc8ptuadas los trabajadores de la actividad o empresa na­
cionalizada, pueden hacer valer sus derechos sólo sobre la indemniza­
ción.".". 

Artículo 29 

Sustituir la disposición decimoséptima transitoria que este artículo 
agrega a la Constitución Política del Estado, por la siguiente: 

"Decimoséptima.-Por exigirlo el interés nacional y en ejercicio del 
derecho sobel'ano e inalienable del Estado a disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, en conformidad a lo dispuesto en el ar­
tículo 10 N9 10 inciso tercero de esta Constitución Política, nacionalÍ­
zanse y decláranse, por tanto, incorporadas al pleno y exclusivo dominio 
de la nación, las empresas que constituyen la Gran Minería del Cobre, 
considerándose como tales las que señala la ley, y, además, la Compañía 

. Minera Andina. 
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En virtud de lo dispuesto en el inciso anterior pasan al dominio na­
cional todos los bienes de dichas empresas y, además, los de sus filiales 
que determine el Presidente de la República. 

El Estado tomará posesión material inmediata de estos bienes una 
vez Que entre en vigencia la presente disposición. 

Para la nacionalización y la determinación de la adecuada indemni­
zación se considerarán las siguientes normas: 

a) Corresponderá a la Contraloría General de la República deter­
minar el monto de la indemnización que deba pagarse a las empresas na­
cionalizadas y a sus filiales, conforme a las reglas que se expresen a con­
tinuación. 

La Contraloría General de la República reunirá todos los anteceden~ 
tes que estime oportunos, pudiendo recabar de las empresas nacionali­
zadas y de toda autoridad, oficina o repartición del Estado, cualquiera 
que sea su naturaleza jurídica, todas las informaciones y datos que es­
time necesarios o convenientes. Podrá, además, citar a funcionarios o 
empleados de las entidades mencionadas para que declaren sobre los 
puntos que ella les señale. 

La ContralorÍa General de la República deberá cumplir su cometido 
en el plazo de 90 días contado desde la fecha en que esta disposición 
transitoria entre en vigencia. Por resolución fundada, la Contraloría po­
drá ampliar este plazo hasta por otros noventa días. 

Las empresas afectadas por la nacionalización tendrán como único 
derecho una indemnización cuyo monto será el valor de libro al 31 de 
diciembre de 1970, deducidas las revalorizaciones efectuadas por dichas 
empresas o sus antecesoras con posterioridad al 31 de diciembre de 1964 
y los valores que sean determinados conforme a lo dispuesto en lo;; in­
cisos siguientes. 

En conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del N9 10 del ar­
tículo 10 no habrá lugar a indemnización alguna por los derechos sobre 
yacimientos mineros. Dichos derechos serán inscritos sin otro trámite a 
nombre del Estado. 

Se descontará de la indemnización que se calcule el valor de los bie­
nes que el Estado no reciba en buenas condiciones de aprovechamiento, 
de los que se entreguen sin sus derechos a servicios, atención de repa­
raciones y respuestos, y de los estudios, prospecciones y demás bienes in­
materiales indemnizables que se entreguen sin todos los títulos, planos, 
informes y datos que Dermitan su pleno aprovechamiento. 

b) Facúltase al Presidente de la República para disponer que la 
Contraloría, al calcular la indemnización, deduzca el todo o parte de las 
rentabilidades excesivas que las empresas nacionalizadas y sus an­
tecesoras hubieren devengado anualmente sobre la rentabilidad normal 
que hayan obtenido en el conjunto de sus operaciones internacionales a 
partir de la vigencia de la ley N9 11.828. Podrán considerarse, para es­
tos efectos, las normas convenidas entre el Estado y las empresas nacio­
nalizadas sobre dividendos preferenciales en favor de la Corporación del 
Cobre, cuando el precio del metal haya subido de los nivales que esas 
mismas normas establecen. 
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El Presidente de la República deberá ejercer esta facultad y comu­
nicar a la Contraloría su decisión sobre el monto de las deducciones an­
teriores dentro del plazo de treinta días de requerido por aquélla. Ven­
cido este plazo, haya o no hecho uso de su facultad el Presidente de la 
República, la Contraloría resolverá sin más trámite sobre el monto de 
la indemnización. 

c) Dentro del plazo de quince días, contado desde la publicación 
en el Diario Oficial de la resolución de la Contraloría que determine la 
indemnización, el Estado y los afectados podrán apelar ante un Tribunal 
compuesto por un Ministro de la Corte Suprema designado por ésta, que 
lo presidirá, por un miembro del Tribunal Constitucional designado por 
éste, el Presidente del Banco Central, el Director Nacional de Impuestos 
Internos y el Vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Produc­
ción. Este Tribunal apreciará la prueba en conciencia y fallará conforme 
a derecho, en única instancia y sin ulterior recurso. N o procederá el re­
curso de queja. Tampoco tendrá aplicación respecto de este Tribunal lo 
dispuesto por el artículo 86 de esta Constitución. 

Corresponderá al propio Tribunal, mediante autos acordados, dictar 
las normas sobre su organización y funcionamiento y las reglas de pro­
cedimiento aplicables ante él. 

d) Dentro del plazo de cinco días desde que quede ejecutoriada la 
resolución que determine el monto de la indemnización, se remitirá co­
pia de ella al Presidente de la República, quien fijará por Decreto Su­
premo su monto definitivo, de acuerdo con lo señalado en esa resolución. 
El Presi~ente de la República fijará, además, en dicho Decreto Supre­
mo, el plazo, int~és y forma de pago de la indemnización, no pudiendo 
ser el plazo superior a treinta años ni ser el interés inferior al tres por 
ciento anual. La indemnización será pagadera en dinero, a menos que 
las empresas nacionalizadas acepten otra forma de pago. 

e) Será causal sufíciente para suspender el pago de la indemniza­
ci6n la negativa a entregar los estudios, prospecciones, planos, informes, 
títulos, datos y otros bienes inmateriales necesarios para la normal ex­
plotación y para el cnmplimiento de los planes previstos, y cualquier con­
ducta tendiente a alteral la marcha normal de la explotación o de bs 
planes mencionados, mediante su obstaculización o interrupción, que sea 
imputable directa o indirectamente a los afectados o sus socios. 

Sobre la procedencia de esta suspensión decidirá el Tribunal a que 
se refiere la letra c), en la forma en que allí se expreEa. 

f) Se mantienen les derechos del Fi2co para revisar, confo::me a la 
ley, todas las operaciones, importaciones, exportaciones, documentación 
y contabilidad de las empresas cupríferas, a fin de fiscalizar y exigir el 
pleno cumplimiento de las obligaciones legales que las afectan y perse­
guir las responsabilidades que pudieran recaer sob:e ellas. Los saldos 
acreedores que resulten a favor del Fisco por este concepto serán descon­
tados de la indemnización. 

Asimismo, se mantienen los derechos del Fisco para comprobar la 
existencia, estado y condiciones de aprovechamiento de los bienes expro­
piados. Los defectos que en estes aspectos se comprueben da:án origen 
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a la aplicación de la regla del inciso final de la letra a) o a un descuento 
en la indemnización, en su caso. 

Las cuentas por cobrar que no sean cubiertas a su vencimiento por 
sus respectivos deudores, serán d'3scontadas de las cuotas inmediatas que 
hayan de pagarse como indemnización. 

g) El monto de las cuotas de indemnización podrá ser compensado 
con las deudas que las empresas nacionalizadas tuvieren con el Fisco, con 
organismos del Sector Público o con instituciones de previsión que fue­
ren líquidas y exigibles a la fecha del pago de las respectivas cuotas. 

h) Los socios o accionistas de las empresas nacionalizadas no tendrán 
otros derechos que hacer valer, sea en contra del Estado, sea recíproca­
mente entre ellos, que el de percibir la cuota o parte proporcional que les 
corresponda dentro de la indemnización que reciban las respectivas em­
presas. 

Por consiguiente, los derechos derivados de las estipulaciones sobre 
precio de compraventa de acciones que se convinieron para constituir las 
so~iedades mineras mixtas del cobre, sólo podrán hacerse efectivos en la 
indemnización reducidos proporcionalmente a ésta y en la misma forma 
y condiciones establecidas para su pago. Quedan sin efecto las estipula­
ciones sobre precios de promesas de compraventa convenidas con socios 
de las sociedades mixtas, su forma y condiciones de pago, y las obligacio­
nes principales y accesorias originadas en dichas promesas, en cuanto 
pudieran otorgar a los socios o accionistas de las empresas nacionalizadas 
más derechos que los indicados en el inciso precedente. Igualmente que­
dan sin efecto los contratos de asesoría y de administración celebrados 
por las sociedades mixtas. 

Las utilidades percibidas po, la Corporación del Cobre. los tributos 
y demás obligaciones cumplidas por esas sociedades mixtas conforme a 
la ley o a -los acuerdos por ellas celebrados, no darán lugar a reembolso 
alguno. Los pagos que la Corporación del Cobre, la Corporación de Fo­
mento de la Producción o el Estado de Chile han efectuado o llegaren a 
efectuar por concepto de precio de acciones adquiridas por organismos 
chilenos o en virtud de las garantías estipuladas para dicha obligación 
de pago de precio, se imputarán, en todo caso, a la indemnización que es­
tablece esta disposición decimoséptima transitoria, en la forma que indi­
ca el inciso final de la letra f). 

Lo dispuesLo en les incisos primero y segundo se aplicará a los terce­
ros que hayan sucedido en sus derechos a los socios, accionistas o con­
tratantes, sea como cesionados, Gndosatarios o a cualquier otro título. 
En todo caso, los pagos que deba efectuar el Estado se deducirán de las 
cuotas inmediatas de la indemnización respectiva. 

El Estado no se hará cargo de deudas cuyo valor no haya sido in­
vertido útilmente a juicio del Presidente de la República. 

i) El capital de las empresas nacionalizadas, pasa al dominio de la 
Corporación del Cobre y de la Empresa Nacional de Minería, en la pro­
porción que fij e el Presidente de la República por Decreto Supremo. En 
consecuencia, dichas instituciones son los únicos socios en las sociedades 
afectadas por la nacionalización. Las sociedades así integradas son las 
continuadoras legales de las empresas nacionalizadas. 
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Facúltase al Presidente de la República para dictar las normas ne­
cesarias para coordinar el régimen de administración y explotación de 
estas empresas. 

j) Mientras se dicte por ley un nuevo Estatuto de los Trabajadores 
del Cobre, éstos continuarán rigiéndose por las disposiciones legales vi­
gentes, sus contratos de trabaj o se mantendrán y no se verán afectados 
por cualquier cambio de sistema. 

Los trabajadores seguirán gozando de los derechos de sindicaliza­
ción y huelga que el actual EstatUTo les confiere, conforme a las modali­
dades y condiciones establecidas en él. La Confederación Nacional dJ 
Trabajadores del Cobre y sus sindicatos afiliados, industriales y profe­
sionales, conservar&n su personalidad jurídica y continuarán rigiéndose 
por sus estatutos y reglamentos actualmente vigentes. 

Se mantienen las disposiciones legales que reglan los derechos pre­
visionales de los actuales trabajadores de la Gran Minería del Cobre y 
de los que pasen a depender de las empresas nacionalizadas. 

Asimismo, paca todos los efectos lega12s los trabajadores d'3 la Gran 
Minería del Cobre, conservarán su antigüedad la que se seguirá contan­
do desde la fecha de su contratación por la respecIÍva empre:"a naciona­
lizada. 

El Estado o las empresas que se formen deberán hacerse cargo de 
las deudas y obligaciones que emanen de los contratos de trabajo o del 
ejerci2io de los derEchos de los trabajadores a que S2 refiere esta l33a. 
La C81'poraeión del Cobre deberá velal' o hacerse cargo, en :;~, cae.o, ~l:;l 

cumplimiento exaeto y 0pOl',uno de es;as obligaciones. 
Al dictar un nuevo Estatuto, el legislador, en caso alguno, pod:cá su­

primir, disminuir o s~!spel1der los derechos o beneficios econjp1ic:,s, sc­
ciaks, sindicales o cualesquiel a otros que actualmente disfruten los tra­
baj adOrES de las ernpresas de la Gran Minería del Cobre, sea que éstos 
se hayan establecido por aplicación de disposiciones legales, actas de ave­
nimiento, contratos colectivos, fallos arbitrales o por cualquiera otra for­
ma. Deberá consultar, igualmente, la participación de los trabajadol'ES 
en la gestión de las empresas u organismos que se hagan cargo de las 
faenas productoras. 

k) Lo dispuesto en los artículos 23 y 26 a 53 de la ley N9 16.624, de 
15 de mayo de 1967 y sus modificaciones posteriores, quedará vigente 
y se aplicará sobre las utilidades o excedentes que se produzcan en la 
explotación de los bienes nacionalizados con las modificaciones que con­
templa el inciso siguiente: 

Los fondos a que S2 refiere el inciso final del artículo 27 de la ley 
N9 16.624, exceptuando aquéllos correspondientes a las Municipalidades, 
los distribuirá la Corporación de Fomento de la Producción de manera 
que beneficien a las provincias de Tarapacá y Antofagasta en la propor­
ción de las producciones de la Gran Minería del Cobre ubicadas en su te­
rritorio, correspondiendo a la provincia de Tarapacá un 3070, del cual 
un 970 beneficial á al departamento de Arica y el saldo a la provincia de 
Antofagasta; a las provincias de Atacama, Aconcagua y O'Higgins la 
proporción de las producciones de cobre ubicadas en sus respectivos terri­
torios, y a la de Colchagua el porcentaje establecido en el artículo 40 de 
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la ley NQ 17.318. Destínase a la provincia de Coquimbo el lOro de los 
ingresos a que se refiere el inciso final del artículo 51 de la l~y número 
16.624 y sus modificaciones posteriores. De las utilidades o excedentes 
que ~e produzcan en la explotación de los bienes nacionalizados y no dis­
tribuidos en conformidad a esta disposición se destinará el porcentaj e 
que determine el Presidente de la República a la investigación, preven­
ción, diagnóstico y tratamiento de los accidentes y enfermedades profe­
sionales mineras, así como a la rehabilitación de los trabajadores afecta­
dos, La ley establecerá las normas que harán posible la inversión de estos 
recursos. 

Los fondos a que se refiere esta disposición serán consultados anual­
mente en la Ley de Presupuestos de la Nación y su inversión correspon­
derá al rendimiento efectivo de la ley y los saldos no invertidos al 31 de 
diciembre de cada año no ingresarán a rentas generales de la N ación.".". 

Sala de la Comisión, a 10 de febrero de 1971. 

Acordado en sesiones de fechas 4 y 5 del presente mes de febrero con 
asistencia de los Honorables Senadores señores Fuentealba (Presidente), 
RuInes (Ibáñez), Carmona, Luengo y Miranda. 

(Fdo.) : Rafael Eljzagui1'Te E., SecTetario. 

01 T. 271 - Instituto Geográfico Militar - 1971 


